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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es. la hora 14 y 15 minutos) . 
Agradecemos la concurrencia a esta reunión de los señores 
miembros del Instituto Uruguapo de Arrendamientos Urbanos. 


Salvo mejor opinión, y de acuerdo a lo que hemos conversa- 
dó previamente, se me ocurre que lo más conveniente es escuchar 
la exposición de carácter general por parte de los representan 
_tes del mencionado Instituto sobre la opinión que les merece el 
proyecto de ley de Arrendamientos Urbanos aprobado por la Cáma 
ra de Representantes, luego de lo cual, entrarfamos a un dialo 
gado con los miembros de la Comisión, y escucharíamos las dis- 


- 


tintas sugerencias de posibles mejoras al o si 


se considera del caso formularlas. 
Tiene la palabra el señor Jacobo. 


SEÑOR JACOBO.- En prímer lugar, quiero agradecer esta convoca- 


toria que nos llena de satisfacción, porque ésta es la primera. 


experiencia que tiene el Instituto en esta materia a once años 


de su acto fundacional. Jamás tuvimos interés en colaborar con 


el régimen anterior. : ó ! 


. 


En acaundo: término, debe decir que nuestra aspiración es 
aportar elementos que sirvan para que en definitiva, la ley a 


sancionarse pueda ser una norma jurídicamente aceptable e imbui 


da de justicia. , 


SEÑOR TOURNE.- Venimos en representación, como ya se ha dicho, 


del Instituto Uruguayo de Arrendamientos Urbanos, En esa cali- ' 


dad, somos un grupo de investigación científica y de coordina- 
ción de ideas respecto a arrendamientos urbanos. De manera que ' 


somos gente, si se quiere, especializada en esta materia, que 
ha desempeñado Cargos, etcétera, en ese campo. No hemos coordi 
nado una opinión oficial en la materia, pero hemos -¿crefdo útil 
hacer conocer a los integrantes de esta Comisión algunos puntos 
de vista que pueden aportar 'elementos informativos necesariós. 


Vamos a brindar opiniones personales, sin perjuicio de que 
éstas puedan coincidir en ciertos aspectos técnicos con las de 
los integrantes de esta Comisión. > 


SEÑOR JACOBO.+ El proyecto de ley que tuvimos ocasión de discy 


tir en una breve charla mantenida ayer. en el anta, me mere- 
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ce algunas observaciones. No obstante, el Legislador no está 
obligado, sino meramente, por la recomendación de la CONAPRO; 
se excede en los límites de esa recomendación, por cuanto la ley 
de emergencia sería sobre arrendamientos de casa-habitación. Se 
incluyen una serie de arrendamientos, como los de Industria, Co 
mercio y otros destinos, respecto de los cuales no se dan las 
circunstancias que ameritan la adopción de una ley de emergen- 
cia. Se' habla de que la pérdida de poder adquisitivo ha incidi 
do sobre la población de este país de modo tal que la gente. no 
puede afrontar con facilidad el pago del alquiler, lo que gene 
ra atrasos y moras. En cuanto a' los squilsces de- Industria y 
Comercio, esta circunstancia no se da. , 


Vemos también que la ley se excede --como dijo el setas va 
rela Méndez en' una: publicación de la prensa del damingo  pasado=-- 
en lo que.se refiere a'modificar disposiciones de fondo. En, lo 
que nos es personal, veríámos hasta con cierta simpatía algunas 
modificaciones y me atrévería a sugerir que se aprovechara la 
oportunidad --ya que se van á modificar normas básicas-- para 
contemplar el caso, por ejemplo, del artículo 20 del Decreto-Ley 
N2 14.219, que se refiere a los ascendientes y nietos del arren 
datario, que se lós desvincule del arrendamiento por cuanto se 
trata de parientes que están estrechamente ligados al arrenda- 
tario, tal vez con lazos más fuertes que los derivados de la ca 
lidad de hermano o cuñado, que esos sÍ están e eii ces 


Ese Decreto-Ley fue modificado por otro, el Na 15,471, que 
incluye a los parientes colaterales en el segundo grado, y no 
incluye a los ascendientes ni a los nietos. Dije "nietos" y no 
"descendientes" para que sea más limitativo. 


Otra de las soluciones que me - .-parece sería la más convenien- 
te adoptar, es la de consagrar, definitivamente, .por la vía le 
gislativa, que el contrato de arrendamientó es consensual o so 
lemne, porque la redacción del Decreto-Ley N% 14.219 --con to 


das las enmiendas que se le hicieron y que nunca condujeron 'a 


nada-- suscitó y sigue suscitando una polémica con respecto a 
la naturaleza solemne o consensual del contrato de arrendamien 
to. Estas son las dos sugerencias que hago con respecto al pri 
mer -punto. 4 


Por otro lado, si bián se contagia al arrendatario en la 
generalidad de los artículos, no sucede lo mismo con el subarren 
datario, ya que éste no se contempla en los artículos 142, 2%, 


42, 52, 6%, 74, 82, 92, 18 y'19. Vale decir que, de prosperar 
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la tesis jurisprudencial y doctrinaria que sostiene que la ley 
excepcional +“"y en este caso en particular ésta que es de emer 
gencia es, por lo tanto, excepcional-" debe ser sometida a una 
interpretación rigurosa y estricta por lo que, posiblemente, se 
corre el riesgo o el albur de que en muchos casos los subarren 
datarios se encuentren desprotegidos. Es decir, que el subarren 


datario, excepcionalmente, es contemplado solamente en el ar- . 


tículo 3% que es el relativo a la prórroga de lanzamiento. . Y, 


además, también se hace referencia a este caso en el artículo 14, 


que trata de.la prórroga de lanzamientos de los .asentamientos 


marginales, en tanto que éstos sean ocupados por subarrendata--: 
rios; pero reitero, este tipo de casos no $e incluye en ningu- 


na otra disposición. 


Como punto preliminar, quiero aclarar que, hasta por defor 
mación profesional, soy un poco inquilinista; en realidad, se 


me ha tildado de esa forma. Desde hace muchos años, soy defen- 
sor de Oficio en lo Civil y mis casos, normalmente, correspon- 
den a personas de bajos recursos; estos casos, generalmente, no 
tienen 'solución. Repito que esto lo digo como una cuestión pre 
via. E 


a 


Desde mi punto de vista, esta ley es excesivamente inquili 


nista, a tal punto que el más entusiasta defensor de los inqui 
linos no podría menos que confesarlo. . n 0 

Por otra parte, también tenemos algunas observaciones que 
hacer desde el punto de vista semántico y sintáctico, e inclu- 
sive hasta de lenguaje estrictamente jurídico, cosa que haremos 
cuando pasemos a analizar el articulado. -En relación a esto, 
existe acuerdo de parte de todos los representantes del Insti- 
tuto. ! 


SEÑOR VARELA.- Mantengo lo que ya escribí en cuanto a que esta 
ley --aparentemente emergencial-- modifica normas que están den 
tro del contexto del Decreto-Ley: N* 14,219, modificativo. 


Entiendo, a pesar de reconocer que puede resultar de justi 
cia la observación que acaba de realizar el doctor Jacobo en 
cuanto a que ya que modificamos tres o cuatro normas, podemos 
cambiar dos o tres más. Además, es de mala técnica administra- 
tiva introducir remiendos en un complejo normativo que tiene 
una forma corpórea ya estructurada y organizada. 

Toda modificación que no obédezca al régimen y a la coyun”- 
tura en que vivimos, tendrá que ser excluida de una ley que se 
postula como de emergencia y trasladarla a la redacción de la 
que se dicte como definitiva en materia de arrendamientos, si 
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; 
es que así se hace, porque de otra forma estamos aprovechando 1 
leyes que ya tienen una finalidad, por cuanto modifican aun ré : 
gimen estatutario que, bueno o malo, por lo menos tiene una uni ¿ 
dad estructural. | 
Con respecto a que el proyecto es excesivamente inquilinis : 
ta, a mí me parece que en realidad es peligroso y lo es, inclu 
sive, hasta para la conducta AUEpaa del Parlamento en esta ma- 
teria. A 
Aparentemente, tenemos en proyecto una estructura normati- 
va que establece una rebaja de alquileres, al reducir proporcio 
nalmente los índices de reajustes de precios. Si esto se deja 
así, ello redundaría, en definitiva, en una . desprotección del 
- arrendatario, porque el arrendador cuando vea que no percibe por 
su finca el incremento a que se sentía con derecho, promoverá 
el desalojo por vencimiento de plazo. Esto quiere decir que es Bl 
ta situáción corrige, de momento, una coyuntura que dentro de , e + 
uno o dos años se traducirá en una avalancha de desalojos por 
"vencimiento de plazos los que, en los últimos tres años, han de 
crecido sustancialmente ya que las partes interesadas negocian 
sobre los ajustes.: Entonces, el Legislador se va a encontrar 
dentro de uno o dos años con la disyuntiva de si sigue mante- 
niendo su línea proteccionista o continúa atemperando los efec 
tos del Decreto-Ley N* 14.219, modificativo, y tendrá que comen 
zar a cortar esos desalojos por vencimiento de plazos. Esdecir 
que por la vía indirecta pero inequívoca, el Parlamento se está 
introduciendo en un'camino de tener que abordar en la actuali- 
“ dad soluciones que deberán proyectarse hacia una ley definiti- 
: va que se dicte sobre arrendamientos, o sea, que quedará atado, 6 
Ahora, baja los alquileres, y mañana tendrá que congelar los de . 
salojos. No tendrá otra solución más que ésta, porque de otro 
modo al inquilino que beneficia ahora, mañana le tendrá que so 
lucionar el problema del desalojo antes de que salga a la calle. 
"Y, precisamente, el inquilino más beneficiado es el de menores -' 
. ingresos. Sin embargo, será el más débil para poder obtener una 
finca en el mercado locativo. ] : 
: Ñ A 
Otro de los aspectos que trató el doctor Jacobo es el que - 
tiene que ver con la redacción de los preceptos. Cabe decir al 
respecto que en el seno de la Cámara de Representantes se dijo : 
que no había que hacer mayor hincapié en los aspectos sintácti 
cos de las normas, siempre y cuando se solucione el problema 
que plantea esta exigencia de la ley de emergencia. Me parece 
que los problemas lexicográficos terminan traduciéndose en los 
de interpretación jurídica y generalmente termínanen litigios. 


J 
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En relación a este aspecto, un distinguido procesalista hispa- 
noargentino, el doctor Santiago Sentis Melendo, en suúltimo li 
bro dedica un extenso capítulo al lenguaje jurídico. Al11 esta 
blece que el lenguaje jurídico no es, ni más ni menos, que el 
propio de una sociedad determinada, con sus normas «g¡ramatica- 
les y de diccionario, que se apligan a la norma jurídica. De ma 
nera que no es de técnica legislatiya dar la espalda al concep 

to que tiene cada término en el diccionario y, además, ala for 
ma de ordenación de las palabras dentro de una oración de acuer 


. do a las reglas gramaticales. Lo que ha señalado el doctor Ja- 
cobo en el sentido de que esta ley está mal redactada, es no baJ 


mente cierto. Ñ 


SEÑOR PRESIDENTE.» Antes de pasar al análisis de las Aisposicio 
nes particulares del proyecto, consulto a los miembros,de la Co 
misión acerca de la conveniencia de intercambiar. algunas opinio 
nes de tipo general con los representantes del caian 


SEÑOR BATALLA.- Pienso que lás intervenciones de lós doctores 
Jacobo y Varela han sido claras en cuanto al alcance del proyec 


to de ley de emergencia. Me parece que habría que tratar el ar: 


ticulado para determinar, con mayor exactitud, las proyeccio- 
nes de los objetivos formulados. ; 

SEÑOR” ORTIZ.” Siguiendo la sugerencia del señor Presidente, pre 
gunto a los representantes del IUDAU --que además de integrar 
ese=<Instituto, ejercen la profesión de abogados, especialmente 
en lo que tiene que ver con esta materia-- si tienen alguna idea 
de la magnitud real del problema que se ha querido solucionar 


" con este proyecto. Es decir, deseo saber. si tienen información 


con respecto al número de desalojos, los montos de los alquile 
res, las fincas que han sido objeto de desalojo, así como las 
razones que lo motivaron. 


Formulo estas interrogantes porque no contamos con estadís 


ticas ni con información que pudiera provenir del Poder Judi- 
cial, ya que éste ha estado en huelga y, además, tampoco hubie 
ra tenido tiempo de preparar los datos numéricos que necesita- 


“mos. Reitero que como los representantes del IUDAU ejercen la 


actividad profesional, considero que pueden tener una idea --aun 
que ella esté encuadrada dentro del campo en que trabajan-- res 
pecto de los aspectos que he mencionado. ; 


Por otra parte, también desearía obtener informaci acer-' 


ca de las entidades administradoras de propiedades. Tenemos en 


nuestro poder un informe proveniente de una de ellas; sin embar 


; 
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go, existen varias de estas entidades y no sé si sus informes 
podrían ser coincidentes. 


Por Último, quisiera saber si la iniciación legislativa de 
estos temas ha provocado alguna reacción en el sentido de re- 
traer la oferta o la demanda. 


SEÑOR TOURNE.+ Debo informar que; a en -materia. 


de estadísticas y evaluación, estamos prácticamente en cero. 


Cuando hace once años nuestro Instituto inició sus activi- 
dades, se solicitó a la Suprema Corte de Justicia que los Juz- 
gados nos proporcionaran información a fin de determinar el nú 
mero de desalojos y sus causales. Esos informes nos fueron envía 


dos durante un tiempo, pero luego se suspendió su remisión y 
tampoco se realizaron evaluaciones de los datos que habíamos ob . 


tenido. Por consiguiente, no podemos ofrecer a esta Comisión un 
informe oficial y realizado en profundidad, acerca de los desa 
lojos por vencimiento y otras causales. No obstante ello, por 
medio de personas que están conectadas con el Instituto y con 
invobiliarias , púdimos extraer una conclusión. 


El régimen llamado de Libre Contratación, en principio, re 
quería de un tiempo bastante prolongado para surtir efecto y 
mostrar su eficacia. En la formulación inicial, del proyecto se 
prevé un impuesto a las fincas desocupadas. Se trata de una es 
pecie de presión indirecta para nutrir el mercado de fincas. Co 
mo sabrán los señores miembros de esta Comisión, la ley de 1974 
fue desglosada y, por lo tanto, este a quedó aparte. » 


De acuerdo con las evaluaciones: ARLLTRANE por las más im- 
portantes inmobiliarias y el Servicio de Garantía de Alquileres 
de la Contaduría General de la Nación, se pudo saber que el al 
quiler bajó con respecto a 1974, cuando.se produjo la presión 
inicial y desaparecieron tódos los controles estatales. 


SEÑOR BATALLA. - Esa baja en los alquileres, ¿con qué. se relacio 
na? - 


SEÑOR TOURNE.- Ese osa. es rálátivo, Por ejemplo, el 2%, 


ler de una finca promedio que en 1974 fuera de $500.000, ac- 

tualmente debería ser, --de acuerdo con el costo de la unidad 

reajustable-»» de N$ 5.000 6 N$ 6.000. Sin embargo, ese alquiler 

oscila en los N$ 3.500 3 N$ 4.000. Esto es lo que se extrae de 

ese tipo de eyaluaciones, es decir, que el alquiler es seseradaid 

vo con respecto a una constante. 7 
ño 


> 
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De acuerdo con la opinión de la gente que estudia este te- 
ma, más que en el valor en sí de la finca, el problema estriba 
en la posibilidad que tienen los inquilinos de pagar el alqui- 
ler. De manera que, reitero, el problema fundamental no se ori 
gina tanto en el valor de la finca, sino en el ingreso de la 
gente que va a satisfacer ese alquiler. Me parece que determi- 
nar claramente cuál es el problema, és el primer requisito que 
debemos cumplir a fin de comprenderlo y solucionarlo. 


SEÑOR BATALLA.- A eso me refería cuando formulé mi pregunta. En ' 


tendía que la baja o suba del alquiler debía relacionarse_con: 
nivel de ingresos. 


SEÑOR TOURNE.- Es indudable que ese problema existe. Si se saca- 


el cálculo de lo que debe redituar ese valor inmueble, se caom- 
prende que esa relación muchas veces se deteriora en perjuicio 
del propietario. Creo que es útil consignar que en países euro 
peos se estudia el proceso de envejecimiento de las ciudades “y 
se da importancia a la conservación de, la propiedad inmueble. 
Ello implica un nivel adecuado de rentas inmobiliarias para sa 
tisfacer las mejoras a realizar en los inmuebles. Esto no se ha 
producido en nuestro país y, por consiguiente, se ha descoloca 
do el "stock" de viviendas para alquilar, ya que: se han deterio 
rado. Esta perspectiva no es menos importante que los puntos de 
vista de la necesidad social de proteger la vivienda de la gen 
te modesta, Creo que una compensación de intereses tornaría Gt 


examinar también' estos aspectos. En primer lugar, el nivel me- 


dio de rentas inmobiliarias ha descendido o se hamantenido res 
pecto a 1974; en segundo término, proyectos de esta naturaleza 
tienen un efecto --por lomenos inicial->- tendiente a proteger 
a una franja de inquilinos y desproteger a otra. Cuando la gen 
te se entera de este proyecto,no arrienda o intenta resguardar 
se de la presión. Todo esto implica que muchas personas que ne 
cesitan acceder al mércado de vivienda, se ven imposibilitadas 
de hacerlo. 


SEÑOR VARELA.- Quiero señalar que pueden existir distintos ti- 
pos de información a manejar. A través de una compulsa de los 
libros índice de dos ex-Juzgados Letrados Departamentales de Mon 
tevideo podrían obtenerse datos acerca de los desalojos promo- 
vidos y de sus causales. También se podría consultar alas enti 
dades inmobiliarias para ver la Fprma en que el mercado inmobl1 
liario ha respondido --frente al régimen de la Ley N% 14. 219-- 
a los primeros atisbos de modificar el régimen de arrendamien- 
tos en la CONAPRO. De acuerdo a los datos que tengo en mi poder, 
para una inmobiliaria que celebra alrededor de cien contratos por mes, el 
alquiler promedio de fincas en agosto de 1981 oscilaba en N$ 3.440, con una 
oferta de 500. En agosto de 1982, el alquiler promedio sobre una media de 
cien contratos mensuales es de N$ 3.552, con 582 fincas para arrendar. De 
seo aclarar que se trata de fincas en condiciones de ser habilitadas por 
la, Intendencia y entregadas a los arrendatarios. En agosto de 1983 el alquíi 
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ler promedio es deN$ 3.535, con una oferta de 684 fincas. Es decir que de 
1981 a 1983, el mercado aumentó menos que la variación de los índices de alquile 
res, En el mes de agosto de 1984 el alquiler promedio es de 
NS 4.780 --la mayor parte de los partidos políticos hablaban so 
bre legislación locativa-- y el número de fincas disponibles pa 
ra ofrecer bajó a 468. ' 


En diciembre del mismo año, conocidas las bases yno habien 
do acuerdo por parte de la CONAPRO, el alquiler promedio es de 
"N$ 4.200. Esto se produce de agosto a diciembre de 1984. Ade- 
más el número de fincas baja a 422. 


Cuando el Consejo de Estado estableció el régimen del Decre 
to-Iley N* 15.471 habilitando, expresamente ,. los cónvenios m 
ficativos de alquileres, expresé que esta medida no incidía pa 
ra nada en el mercado. El arrendador ve que el inquilino alcan: 
za un incremento en el “alquiler del 30% al 70% anual, compara 
z entonces, el valor de la unidad que disfruta con respecto a 
: otras unidades que están para arrendar y, si ese precio no es , 
el del mercado, se adelanta a restituir la finca. O 


Por otra parte, al arrendador no le interesa restituir una 
finca porque esto implica reacondicionarla, obtener la licita- 
ción municipal, conseguir el inquilino, celebrar el contrato, / 

7 es decir, que le crea una serie:de gastos, cuando, en realidad, 
después no va a alquilar esa finca sino en el precio que elmer 
cado establece por el bes juego de la oferta y 4a demanda. 


La incidencia de una modificación normativa de protección 
pr al arrendatario implica, en un primer momento --y ya lo ha he | 
4 cho en Montevideo-- una retracción en la oferta de vivienda, 
o Por lo tanto, solamente va a arrendar aquél que pueda negociar | O 
e favorablemente y que su finca no se encuentre comprendida enel ' ls 
régimen estatutario de los arrendamientos urbanos, o aquél. que 
o no tiene más remedio que arrendar esa finca para subsistir. Es 
decir que, exceptuando estos dos '(Óltimos casos,'se ha podido 
comprobar una clara retracción el período comprendido entre 
agosto y diciembre de 1984, reduciéndose sensiblemente el núme 
ro de fincas a arrendar. Asimismo, esto también se puede compul - 
sar a través de las ofertas de arrendamiento publicadas en la 
prensa, o sea que el número ha disminuido sensiblemente; la gen ' 
te espera ver qué .ocurre, + 


Se trata de una situación similar a , la que se presentaba,po. > 
co antes del año 1974, período durante el cual la gente no ins 
vertía en inmuebles y cuando realizaba un contrato de arrenda”» : 
miento procuraba descargar sobre el inquilino, en el precio ini 
cial, todo el resto del amparo que iba a tener que sufrir por 


A 


-, 


años sucesivos con el arrendatario adentrc y los alquileres con 
gelados. 


SEÑOR JACOBO.- Ante la falta de datos que lamentablemente nopo 
seemos, querría decir que mi experiencia personal como Defensor 
de Oficio --que es posterior al año 1974, me revela que han de 
anpalenido los desalojos por rescisión de contrato a causa de 

mplimiento y se han multiplicado los desalojos por mora y 
e ocupantes precarios. k ; 


SEÑOR BATALLA.- Lo que ocurre es que la gente estaba ajenaa to 
do proceso judicial; no se ponía al día simplemente pa no 
podía pagar. 


SEÑOR JACOBO.- Esto debe slonBlioar un XA del total E 


juicios de arrendamientos de las intimaciones de pago o desalo 
jos por mal pagador. En cuanto a las rescisiones de contrato 
prácticamente la única causal que se utiliza es la omisión con 
tumaz; nadie en este momento rescinde un contrato por cambiode 
destino, por subarrendamientos, por ampliaciones o reformas no 


autorizadas 'porque en realidad no resulta conveniente para los. 


"propietarios. ' Repito, que ésta es mi experiencia nobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quisiera aportar un elemento más aeste. asun 
to, 


Creo que en el proyecto que estamos estudiando hay algunos 
aspectos que hacen referencia al mercado de arrendamientos. Cree- 


mos que las informaciones que se están manejando son importan- . 


tes, aunque ad todos se nos.ha presentado la dificultad en cuan 
to a la falta de datos concretos que nos permitan estar seguros 
de las afirmaciones que podamos hacer en base auna realidad so 
bre la cual pretendemos legislar. .. , 


Hay que tener en cuenta un aspecto económico y otro técni- 
co jurídico; por el momento, sólo me quiero - vo tariz al segundo 
aspecto, porque con relación a la parte técnico-jurídica algu- 


nos de nosotros tenemos ORI ADLonna o, en ¡todo caso, dudas. 


que plantear. 


Deseo referirme al criterio seguido en la Cámara de Representan 


tes respecto a las rebajas de alquileres en la parte del pro- ' 


yecto que es transitoria. Creo que coincidimos en la Comisión 
de que no toda la ley --a pesar del título que se le ha dado-- 
es de emergencia, porque existen normas que van más allá de la 
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transitoriedad. He hablado con funcionarios de gobierno que es- 
tán vinculados con el tema de la Administración Central yéstos 
me han señalado que los datos y estadísticas con que cuentan 
coincidirían con las manifestaciones vertidas por el señor Va- 
rela en cuanto a que los alquileres han sido --dentro del ru- 
bro que componen el Índice de precios-- un rubro visiblemente 
retrasado con respecto a la mayor parte de ellos, y que recién 
al operarse el aumento nominal del salarid aparece un reflejo 
en el aumento de la unidad reajustable de alquileres. Estos fun 
cionarios decían que ahora se está recuperando --en términos de 
"algunos años-- el nivel en forma acorde al alza de los demás ru 
bros del índice de precios. Esto ni lo afirmo ni lo niego, sim 
plemente lo repito. Pienso que con la visita del señor Ministro 
de Economía a Comisión, podríamos aclarar estos extremos. 


SEÑOR BATALLA. - Considero que ese: índice es totalmente parcial; 
puede indicarse como una línea a largo plazo*pordte acorto pla 
zo no se puede examinar si ha sido retrasado o no. Lo que ocu-: 
rre es que existe una gran incidencia del sector viviendas en 
los ingre'sos. Hay que tener en cuenta que desde 1974 en adelan 
te en este rubro se ha producido un gran salto. No quiero en- 
trar a juzgar si era más justo antes que ahora. Sí, creo que ese 
índice no significa un elemento de juicio fundamental, porque 
ha habido una gran redistribución de ingresos en el períoda de 
la dictadura. No creo que aislando uno de ellos podamos : entrar 
a considerar todas las incidencias. Sin perjuicio de ello, es-. 
te es, un índice que hay que tener en cuenta como cualquier otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pensaba referirme a ese punto porque, ade- 
más, me han dicho que si bien a nivel númerico, los alquileres 
comienzan a recuperar su nivel o se acercan a la curva de 'aumen 
tos de otros componentes del índice de precios, la realidad es 
que como hay un desfasaje visible entre el llamado salario no- 
minal y el salario real, en definitiva, lo que sucede es que 
los- aumentos producidos en algunos sectores son realmente into 
-lerables. Pienso, pues, que debe tomarse algún tipo de medida, 


Deseo formular una pregunta que tiene relación con un crite 
rio que está implementando en estos momentos el Banco Hipoteca 
rio con respecto a la línea de créditos para vivienda, y es la 
siguiente: si el salario nominal no ayuda a evitar lasituación 
planteada, ¿por qué no recurrimos al salario real? Naturalmen- 
te, esto requeriría una modificación legal, pero podríamos to-. 
mar como factor determinante del porcentaje de aumento de los 
alquileres, el salario real y no el nominal. De esta forma se. 
evitaría el problema que se crea en estos momentos: al existir 
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sectores sociales que tienen porcentajes de aumentos realmente 
intolerables en función de sus ingresos reales. 


SEÑOR AGUIRRE.- Creo que no es conveniente seguir adelante con 
el tema si no estamos absolutamente seguros de cuáles son los 
términos en que se está tratando. Si para regular el aumento de 
los alquileres optáramos por la posibilidad que plantea el se- 
ñor Presidente, que es la de considerar el salario real y no el 


«nominal, nos enfrentaríamos a otro problema. El mecanismo del. 


Decreto-ley N* 14,219, de reajuste de alquileres, no parte de 
la base del. aumento real sino del nominal, es decir que la hi- 
póútesis de la que parte el "seudo-legislador" de 1974 es la que 
debemos mantener el poder adquisitivo de lo que percibe el arren 
dador por concepto de alquiler, Por lo tanto, los reajustes no 
suponen un aumento del alquiler real, -sino un mantenimiento del 
poder adquisitivo, del ingreso que le significaba el alquiler, 


o sea, una compensación por la permanente desvalorización de la - 


moneda. Si se parte de la base de modificar los alquileres de 
acuerdo a la variación del salario real, habrá que manejarse 
- con conceptos de alquiler real, porque los actuales aumentos son 
- puramente nominales. Esto puede significar un desajuste: entre 


los aumentos nominales de los salarios y el poder AER VS de 


«del ingreso que tiene el inquilino. 


SEÑOR ORTIZ.- Creo que lo que: plantea el señor Presidente pue- 
de llegar a ser algo más.que una mera hipótesis, ya que el se- 
ñor Presidente del Banco Hipotecario nos ha dicho que,- entre 


otras cosas pensaban establecer el reajuste de las UR en base 


al salario real. Eso lo puede resolver el propioBanco y, enca 
so de hacerlo, nosotros no podemos decir que a uno de esos Ín= 
dices que contempla el salario real le vamos arebajar, además, 
el 80%. En este proyecto de ley se tienen en cuenta las UR que 


se actualizan de acuerdo al salario nominal, pero el día que se. 


ajusten de acuerdo al salario real ¿qué pasará con este proyec 
to? De pronto lo votamos y dentro de un mes se resuelve otra co 
sa. Me parece que la posibilidad debe contemplarse, porque se- 
ría totalmente distinto. 


. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No estaba diciendo que habría que tomar el - 


índice real para aplicar los aumentos, sino que me preguntaba 
qué pasaría si --olvidándonos de la solución propuesta por la 


Cámara de Diputados-- hiciéramos una operación aritmética acu- 


diendo al salario real y no al nominal. '¿Cuál sería el porcen- 
taje de aumento de los alquileres, si es que debe haberlos? ¿A 
qué cifras llegaríamos? 


¡O) 
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SEÑOR ORTIZ.- CompranaS perfectamente lo que dice el señor Pre 


sidente. Pero si en el Senado no prospera la iniciativa de rea 
justar los alquileres en base al salario real y se aprueba el 
texto tal como viene de la Cámara de Diputados, tendríamos que 
tomar alguna previsión diciendo, por ejemplo, que este sistema 
que implica una rebaja rige' mientras la UR se actualice de acuer 
do a los salarios nominales. Si votamos -este proyecto de ley 
tal como está y dentro de tres meses el Banco Hipotecario co- 
mienza a hacer los ajustes .en base al salario real, ¿qué va a 
. pasar con cstas situaciones que estamos contemplando? Conside- 
ro que de aprobarse el proyecto tal como viene, habría que es- 
tablecer, por lo menos, una salvedad en el sentido de que ten- 
drá vigencía mientras no se modifique el.íÍndice de reajuste. 


SEÑOR AGUIRRE.- Tal vez no me expresé claramente. Si no inter- 
preto mal, la concreción práctica de la posibilidad que maneja 


el señor Presidente sería la siguiente. Si en. un período deter . 
minado el salario real sube un 10%, en el alquiler debe hacerse - 


un ajuste 'nominal para compensar la desvalorización monetaria 
operada en ese lapso, de modo que el nivel no fuera ni inferior 
ni superior al valor de la moneda; sobre esa cifra se aplicaría 
el 10% que aumentó el salario real. Si éste hubiera disminuido 
un 20%, habría que hacer el ajuste nominal --tal como se hacía 
hasta ahora-- y luego rebajar un 20%, que sería el porcentaje 
perdido por el inquilino en su poder adquisitivo. Es decir que 
habría que hacer dos operaciones: primero, el reajuste de los 
valores nominales y luego, aplicar la disminución o el aumento 
del salario real. «< 


SEÑOR JACOBO.- Pienso que el procedimiento de rebaja que se con 
sagra en este proyecto es aberrante. ¿Por qué no vamos directa 
mente a la rebaja de alquileres? ¿Por qué se contempla elproble 
ma en términos generales en vez de ix a la casuística? Debería 
mos decir que tendrá rebaja en el alquiler, elindividuo que e 
muestre tener determinados ingresos, Sin: embargo, aquí se ad- 
vierte que en algunos casos se está protegiendo a un inquilino 


de un comercio, en perjuicio de un is cds ind quizá más modes 


to económicamente que aquél. 


La rebaja de alquileres en términos gnratas potetd ser 
una solución; otra podría ser la que estamos considerando: que 
el aumento se pagara, por ejemplo, en tres etapas-o cuatrimes- 


tres. Por ejemplo, si el aumento es de N$ 3,000, se sumarán 
N$ 1.00 al alquiler en cada cuatrimestre; en caso de no pagar . 
el aumento en el primer período, en el segundo cuatrimestre el. 
aumento sería de N$ 2.000; si no lo hiciera hasta el final del. 


período, en el último cuatrimestre pagaría el aumento total. 
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Eso sería complementando la posibilidad de acción de rebaja. 


- SEÑOR PRESIDENTE.- Desearía preguntar si en este proyecto de 


emergencia no sería conveniente establecer que los reajustes de 
alquileres se operaran en el mismo momento en que se verifiquen 
los aumentos de salarios. De esta forma el aumento, en vez de 
ser anual con el consiguiente impacto, sería escalonado, acom- 
pasado al aumento de los salarios reales. Creó que ésta es una 
pequeña variante de lo que acaba de PERQOBeL el señor Jacobo, 


rio. 


% 


SEÑOR PRESIDENTE.-'Es verdad. Todos tomamos nota de Las expre= 


siones que vertió en la última sesión de 'la Comisión el Presi- 


dente del Banco Hipotecario y es prebable que por ese . Lado tam- 


bién tengamos que explorar. ; 


SEÑOR AGUIRRE.- Estaba comentando con el Ador dárigó “que exis 


te una dificultad práctica en cuanto a esto, dado que Gltimamen 
te los salarios no se reajustan en las mismas fechas: el aumen 
to para los funcionarios públicos se da en un momento. y para 


los trabajadores privados, en otro; ni siquiera se da simultá-. 


neamente a todos los trabajadores brivados. Entonces, ¿cómo se 
hace para reajustar alquileres en'base a AUTOS de salarion 
que se operan en fechas aistintas? PE 
SEÑOR BATALLA.- Tratando de dlstenatiaar un poco la discusión, quisie 
ra saber si no sería deseable hacer un análisis de cada uno de los artícu 
los y luego de los temas que cada uno entiénda que cabe incluir O que, 
eventualmente, habría que incluir porque creo que de esa forma vamos a 


tener una visión integral, no ya de la opinión del Instituto Uruguayo de ' 


Arrendamientos Urbanos, sino de la opinión de todos los compañeros aboga - 
dos que están presentes en esta Comisión que son especialistas en la materia. 


Pienso que de esta forma vamos á ix sistematizando la discu 
sión. Es decir, primero réferida al texto concreto de la ley 
que estamos considerando y que ha venido aprobada de la Cámara 
de Diputados, y luego señalaremos, preguntaremos o dialogaremos 
sobre los temas que, eventualmente, sería necesario inr"luir o 
no. También, haremos una evaluación con respecto a si las obje 
ciones formuladas son de tal envergadura que impidas 1 su aproba 
ción tal como viene e imponen. modificaciones. á 


De esa manera vamos a sistematizar la discusión sin estar 


insertándonos en temas aislados que, a veces, pueden provocar 
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SEÑOR JACOBO. - Eso es lo que está planteando di Banco Hipoteca 
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una dispersión de la discusión. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, 
Iéase el artículo 12 del Proyecto. 
(Se lee:) 


"ARTICULO 12,+ (Rescisión unilateral del contrato). Los 
contratos de arrendamiento con destino acasa-habitación, - 
celebrados con anterioridad a la fecha de vigencia de es 
ta ley, y que tengan a dicha fecha más de un: año de dura 
“ción, podrán ser rescindidos unilateralmente porel inqui 
Sua 


En este caso el inquilino deberá estar al áta', An mo : 
mento de la entrega del bien, en el pago de los alquile=- 
res de vengados hasta esa fecha y demás prestaciones que 
adeudare, o haber celebrado con el arrendador un convenio 
escrito de pago por el monto de lo adeudado. 


Los arrendatarios dispondrán de un plazo de noventa 
días, a partir del siguiente al de la fecha de vigencia ' 
de la presente ley, para hacer uso del derecho de .«resci- 
sión unilateral del contrato de arrendamiento y comuni- 
carle su decisión al arrendador por acta notarial, tele-' 
grama “colacionado u otros medios fahacientes. 

La rescisión su preferir con la notificación al 
arrendador de la manifestación de voluntad regcisoriadel 
arrendatario. La fecha de la-efectiva restitución de la 
finca al arrendador será a los treinta inmediatos al 
de la notificación. Si el arrendatario no diere cump lí - 
miento a la efectiva restitución del inmueble, el arrenda 
dor podrá demandar su desalojo con el piero de veinte 
días. 


. Los plazos previstos por este artículo se contarán en 
días corridos sin interrupción de clase alguna”. y 


SEÑOR JACOBO. - Quiero efectuar algunas observaciones terminoló 
gicas sobre lo que hemos hablado. 


Por ejemplo, el inciso primero habla de "y que tengan a di 
cha-fecha más de'un año de duración”. Creo que los contratos 
no duran, sino que se ejecutan. En mi criterio, tendría que es 
tablecerse "un año de ejecución”. 
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En el inciso segundo vemos que habla de "entrega del bien", 
El término entrega, en materia de contratos de arrendamientos, 


refiere a la entrega del bien que hace el arrendador yestá con 


sagrado por la Ley Fundamental del Arrendador, N* 10.796, del 
Código Civil, y desarrollada en la N% 10,797, 


Si hablamos de algo sustitutivo de esto, tenemosque hablar 


de. "restitución definitiva”, como lo hace el artículo 1, 829 o de 
"devolución", como lo establece el artículo 1.827, 


En el inciso tercero se dice "hacer uso del derecho", en- 


” tiendo que sería más preciso hablar de "ejercer el derecho”. 


Luego de este inciso, en el siguiente habría una observa- 
ción que "puede ser conceptual, cuando habla de "La rescisión se 


perfeccionará con la notificación al arrendador de la manifesta 


ción de voluntad rescisoria del arrendatario. La fecha de' la 
efectiva restitución de la finca al arrendador seráa los trein 
ta días inmediatos al de la notificación”.- % 


En el día de ayer mantuvimos una charla previa ala reunión 
con ustedes. En esa oportunidad llegamos a la conclusión que el 


término "rescisión", es inadecuado; que lo que se perfecciona 
- es la opción y no la rescisión. 


SEÑOR, AGUIRRE. - Perdón, no antendl qué es lo ue se períeccio- 
na. 


e 


SEÑOR JACOBO.- Lo que se perfecciona es la opción. 


El párrafo segundo de este inciso dice: "La fecha de la efec- 


tiva restitución de la finca al arrendador será a los treinta . 


días inmediatos al de la notificación”. Parecería que tiene que 
ser ese día exactamente. Tendría q decir "dentro de los trein 
ta días”. 


SEÑOR AGUIRRE.- ¿Usted leyó la versión rd del debate 
de la Cámara de Representantes? A 


1 


Cuando hoy leí este artículo, panel lo que podría A 
cualquiera. 


Uno de los señores diputados hizo la misma cusarvactín. Sin 


- embargo, uno de, los señores.miembros informantes dijo que te- 


nía que ser a los treinta días. El doctor Tarigo me acaba de ha 


. cer la misma observación. 


Ed 
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Se hizo el siguiente argumento: sí al arrendador se le no- 
tifica hoy que la persona hace uso de la opción, es decir, que 
opta por la rescisión, puede ser un: problema si se lo devuel- 
ven al día siguiente, porque la persona todavía no ha tomado 
ninguna medida para encontrar un nuevo inquilino, puede no te- 
ner los medios para alquilar la vivienda o, inclusive, le pue- 
de crear alguna dificultad material. En cambio, si tíene un pla 
zo de treinta días, dentro de él tomará sus providencias para 
hacerse a la nueva situación. Creo, de todas maneras, que es S 
una norma un poco absurda porque si el día 30 la persona está ! 
enferma o de viaje y no se pue de: rescindir el contrato, ¿qué ocu ps 

_ rre? Se puede dar el caso inverso, es decir, que no se pueda 
entregar. De esta manera, la persona que va a entregar la fin- ' 
ca tiene que estar en condiciones de hacerlo el día 30, 


SEÑOR JACOBO. - Entónces, que se establezca unplazo. Podría ser 
, de treínta.a cuarenta días. Es decir, que tendría diez días. de 
plazo.pare entregar la finca, a P ¿ O 


Existe otra observación, no ya desde el punto de vista ter 
ho minolóqaico, síno del conceptuals éste es un tema que ha aborda 
do con muy buen criterio,. como siempre suele hacerlo el doctor 
Varela Méndez, y que consiste en la respensabilidad del Estado 
por actos legislativos. 


_Por lo tanto, solicito al doctor Varela PP” que sé mani 
fieste al respecto. 


SEÑOR VARELA.- Al estudiar el Decreto-ley ya 15. 471, que consa 

gró el derecho al receso unilateral en materia de arrengamien> 0 
tos con destino a comercio e industria --hablandoc impropíiamen- . 

te de una opción porque aquí estamos eneste proyecto, ante una 

- opción verdadera-- entendía que esta intromisión del Estado en 

los contratos podría implicar un supuesto de responsabilidad 

por acto legislativo. se 


: Entendía --en parte siguiendo a Sayagués Laso-- que la ley 
se íntroduce en el ámbito de los contratos legalmente celebra- 
dos, que obligan a las partes, como la ley misma, otorgando al 
arrendatarío-un derecho excepcional permitiéndole rescindir "ad 
vitum" el contrato, dejando la validez y cumplimiento de éste 
en parte: significativa, a su solo arbitrio y, contrariando así 
* lo establecido en, el artículo 1253 del Código Civil, 


cuanda el arrendador contrata, tiene la expectativa justa 
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de la renta por el plazo contractual, y en / MÉSICOS ANA expecta 
tiva de renta y amparado por el ordenamiento jurídico, realiza 
los gastos necesarios para habilitar el inmueble, publica avi- 
sos, paga honorarios, comisiones y tributos, Ese beneficio lí- 
cito tutelado por norma, queda cercenado por la intervención 
del Estado a través de la ley. Y esta disposición excepcional 
determinaría la responsabilidad del Estado por acto legislati- 
vo. 


Enseñaba Sayagués Laso, que la responsabilidad del Estado 
por acto legislativo se funda en diversos principios, entre 
otros, la igualdad de los particulares frente a las cargas pú- 


blicas y la armonización de los artículos 82, 35 y concordántes 


de la Constitución. Expresaba además este autor, que cuando se 
produce un acto que supone quitarle a álguien un derecho con 


claro contenido patrimonial, surge la responsabilidad del Esta. 


do, si afecta esos derechos omitiendo acordar la correspondieh 
te indemnización. Proseguía Sayagués Laso, que el daño sufrido 
debe reunir las siguientes características: ser especial, ser 


excepcional, exceder los sacrificios normales de la vida so- 
cial, causar un perjuicio que derive en forma inmediata de la 


ley; perjuicio que debe ser: real, cierto, ayreciábia en dinero 
y afectar una actividad lícita. : 


Esas características, a mi juicio, incidían cabalmente en 


la normativa del Decreto-ley N* 15.471, ejinciden nuevamente 


ahora. El Estado se inserta en un contrato y permite que una de 


las partes disponga del mismo a su voluntad. 


Si se causa un daño, hay que repararlo y en mérito a que 
ese daño se originaría en un acto legislativo del Estado se es 
taría, a mi juicio, en un supuesto de responsabilidad del. Está 
do por acto legislativo. Este es un planteamiento que híce en 
aquella oportunidad. Como el Decreto-Ley N* 15.471 funcionó po 


co,en realidad no se plantearoñ muchos problemas; tampoco.era - 


tiempo en que la gente estuviera muy dispuesta a llamar a res- 
ponsabi lidad al Estado por acto legislativo o administrativo; 
ahora la situación es distinta; lo que en aquel momento parecía 
improbable y no dejaba de ser nada más que una definición teó- 
rica, ahora puede llegar a ser una probabilidad de actuaciones 
contra el Estado. 


SEÑOR BATALLA. - Me parece que la precisión que ha efectuado el 
, doctor Varela Méndez es muy importante. No soy un IEPORERTAEA 
"en el tema, ano un abogado ocasional del mismo, 


Y 
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Por lo tanto, me interesaría oír la opinión del resto de los 
integrantes del, Instituto Uruguayo de Arrendamientos Urbanos, 
porque pienso que la interpretación que ha formulado el doctor 
Varela Méndez responde a su leal saber y entender. 


SEÑOR JACOBO.- Voy a contestar al señor Senador Batalla de lasi 
guiente manera.. / 


Cuando se. aprobó el Decreto-Ley N2 15.471, su puesta en vi-. 
gencia coincidió con el aniversario del Instituto Uruguayo de 
Arrendamientos Urbanos. Integramos unas jornadas rioplatenses, a 
las que vinieron juristas argentinos, y lo medular de ellas «se 
: “centró en el Decreto-Ley N2 15.471. -A11í estuvo presente una per 
ds sona que tal vez sea quien tenga más autoridad para opinar so- 
: bre el tema en este país, es decir, el doctor Jorge Gamarra. No 

hubo ninguna duda, por parte de los asistentes, en cuanto a que 

la responsabilidad por acto legislativo es un hecho. Acá se es- 
ENE tá alterando la ecuación económica, por ejemplo, cuando una per- 
sona arrienda' una finca hay plazos legales que deben ser respe-; - 
“tados, y aquí se le confiere al arrendatario la posibilidad de 
rescindir unilateralmente el contrato. Es decir, que se está in 
curriendo en responsabilidad porque hay un acto del legislador 
que quiebra, frontalmente, las. obLIGacionar del contrato. 


O 


¿Desde qué punto de vista le cabe duda? 
SEÑOR BATALLA.- Desde todo punto de vista. 


SEÑOR JACOBO.- Pero no debe olvidarse que el Estado --no s6lo 4%. 


épocas de la dictadura, sino anteriormente en el año 1968-- ga- l o 
rantizó, durante 20 años, la vigencia del SS de libre con- 
tratación. : ; ? 


SEÑOR BATALLA.- Pero ese es otro problema. La porrbilide 
gislativa por eventual alteración de las normas de libre contra 
tación establecidas en la Ley N* 14. 219 dic otro proble- 
ma. 


En este caso concreto, personalmente, no parasio Eogihá ra 
zón para que exista responsabilidad legislativa. 


SEÑOR AGUIRRE.- Cuando leí las opiniones del doctor Varela Mén- 
dez publicadas en el diario "El País", estuve refrescando mis 
conocimientos en materia de responsabilidad por acto legislati- 
vo y también estuve leyendo «las opíniones del doctor Sayagués La 
so sobre el particular e, inclusive, un trabajo: del doctor Juan 
Andrés Ramírez, que fue PELEA en da Revista de Derecho, Juris 


> 
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prudencia y Administración, quien sostería también que hay res- E 
ponsabilidad del Estado por acto legislativo cuando se altera la 
eventual exención fiscal en materia de deuda pública. Además, hay 
grandes juristas que han sostenido la responsabilidad del Esta- 

do por acto legislativo, ante leyes que violan los mismos prin- 
cipios que ésta. E 


El razonamiento que hago es el siguiente. Sg celebra un con 
trato de arrendamiento y el plazo de libremente pactado o acep- 
tado, comó en este caso, porque aquí el PRO está impuesto- por 
la legislación vigente. 


Con esta norma legal ro a úna de las partes de. dicho 
plazo. Se da al arrendatario un derecho que no poseía cuando con 
trató y se le quita al arrendador un derecho que sí tenía enesa 

eS oportunidad con arreglo a la ley vigente. Entonces, en mi eon- 3% 
cepto, esto viola el artículo 1291 del Código Civil. Podrá decir Ñ a Ne 
se que una norma legal lo puede dejar de lado, pero se trata de 

“un principio general. Creo que también se deja de lado la solu- 
ción general en materia rescisoria que emana del artículo 1341 
del Código Civil. Es decir, se puede solicitar la rescisión de 
un contrató cuando una de las partes está en mora de cumplir sus 
obligaciones o cuando se da la imposibilidad material del cum- 
plimiento de la obligación. Entones, el otro contratante tiene 
la opción de pedir la rescisión del contrato. Aquí no se da nin- 
guna de esas hipótesis y una de las partes aparece facultada por 
la ley a desligarse unilateralmente del vínculo contractual. Creo 
que eso puede violar, además, el principio general establecido o 
en el artículo 82 de la Constitución o sea, la igualdad de las Lo 
partes ante la "ley. Por lo tanto, una patte queda desamparada 
mientras que la otra se ve privilegiada: Aclaro que esto no lo 
digo por estar en contra de los inquilinos; lo mismo diría si fue 
ra a la inversa. Si se le diera la posibilidad de rescindir uni 
lateralmente el contrato al arrendador, y no al arrendatario, | 
ello sería pasible de la misma objeción. : zo | 


> 


Creo que este es el tema de fondo del artículo. También hay 
otros aspectos, como cuando se habla de medios * fehacientes. 


¿Qué son mediós fehacientes? ¿Qué pasa si no se hace efecti- 
va la restitución respecto del cumplimiento de las obligaciones ( 
del inquilino, una vez que la propia ley expresa que se ha per-' E 
feccionado la rescisión? ¿Cómo puede renacer el contrato si se ' 
ha perfeccionado la rescisión? Me parece que, desde el punto de 
_ vista técnico-jurídico, si este ABEL vaa subsistir, hay que 
darle otra redacción, : > 
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Considero que el tema de fondo es, justamente, el que ha 
planteado el doctor Varela Méndez con respecto a este artículo. 
Me parece que esta solución quiebra totalmente la igualdad de las 
partes ante el contrato, ante la ley, y va contra el sprincipio 
general. Ñ 

Si la queremos llevar adelante para proteger, en una situa- 
ción especial, a inquilinos que están desprotegidos como conse- 
cuencia de fenómenos económicos de carácter general, creo que te 
nemos que ser conscientes en cuanto a que esto genera responsa= 
bilidad del Estado pos acto legislativo. 


SEÑOR BAT. LA.- Creo que una interpretación tan amplia de la res 
ponsabilidad legislativa --en un sector que prácticamente ha si 
do regulado, desde 1927 a la fecha, con normas de orden públi“ 
co-- limita enórmemente las posibilidades del Estado de parti- 
cipar en máteria de arrendamientos y desalojos. . 


Además, honestamente, me gustaría escuchar la opinión de to 
_ dos los especialistas que están aquí presentes, porque creo que 
se están planteando problemas que cada unó de ellos puede resol 


ver con independencia. Con respecto a lo que planteaba el doctor 


Varéla Méndez puede haber unanimidad o no, pero me gustaría es' 
cuchar las opiniones de cada uno. . a 


SEÑOR TOURNE.- El artículo 1% no regula el problema de ia nega- 
tiva de la restitución de la finca, que pueda exteriorizar el 
arrendador. Aunque parece que estos fueran problemas pequeños, 
en realidad, son importantes dado que, si se va a mantener la fa 
cultad de rescisión unilateral del contrato para el arrendata- 
rio, el arrendador puede negarse a rescindir. De manéra que hay 
una Zona Oscura del derecho que no sería inútil. Por ejemplo, una 
fórmula como la siguiente: "... previa intimación para que se re 
ciba de la finca el procedimiento de oblación y consignación, sin 

perjuicio del cumplimiento del artículo 1827 del Código Civil...” 


--sobre cómo debe ser entregada la finca-- ”... yde verificarseel - 


estado de la finca por inspección judicial o medio equivalente". 


Éste es un problema que se va a plantear y no sería indtiíl 


--Si es que se va a modificar el texto- encarar ese aspecto de 


la negativa del arrendador de la finca y el procedimiento a que A 


debe acudirse. 


SEÑOR ABELLA.- En mí concepto, la responsabilidad del Estado par 


acto legislativo sólo puede caber en el caso de que la rescisión ' 


se produzca durante la: vigencia del plazo contractual; no duran 
te el plazo eiii 
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SEÑOR JACOBO.- Considero acertada la observación que formula el 
doctor Tourné, pero no creo que deba.incluirse, porque es de ri 
gor que la oblación y la consignación son modos de extinguir la 
obligación. Todos los días se realizan oblaciones e intimacio- 
nes para recibir la finca, y aunque no esté consagrado en el tex 
to, el artículo 1485 del Código Civil lo establece. 


- SEÑOR VARELA.- Deseaba referirme al problema que se genera res- 
pecto del cómputo de los plazos. 


El plazo-de 90 días que consagra el inciso 3 del artículo 12 
del proyecto se computa a partir del día.siguiente a la fecha 
de vigencia de la presente ley, mientras que la restitución tie 
ne un plazo de 30 días inmediatos al de la notificación, El pro 
blema que se va a plantear es si se refiere al día de la notifi 
cación, o al siguiente de la misma. En este” caso, el legislador 


no siguió una misma técnica para el cómputo de todos los plázos que es ; 


tarlece el proyecto.En algunos casos dice: "al día siguiente al de la 
vigencia de la ley” y, en otros, "día inmediato". Esto pedrá pa 
recer absurdo, pero en materia de ley de casación, cuando se es 


' tablece el cómputo de los 30 días para interponer el recurso, hay 


. en doctrina dos posiciones: una, que es la que sostiene el doc- 
tor Gelsi Bidart y es unánimemente aceptada por la Corte, que es 
tablece que el primer día es el de la notificación de la senten 
cia. La otra posición es la sustentada por los doctores Véscov 

y Barrios de Angelis que consideran que es al día "siguiente. + 


Por un día --leyendo los Repertorios de la Corte-- han des- 
«calificado recursos de casación, o sea que no les han dado en- 
trada. Aquí pasaría lo mismo. No entrega a los 30 las, ¿pero a 
partir de qué fecha? ' 


En relación al procedimiento de liberación del arrendatario, 


estimo --tal como lo sostuve anteriormente-- que dicho procedi-. 


miento es una intimación de recepción de la finca seguido de la 
comprobación del estado de la misma y la oblación de cosa cier- 
ta del artículo 1488 del Código Civil. 


No obstante ello, la regulación que se realizara a estos efec 
tos podría solucionar problemas interpretativos y casos plan- 
teados ante los tribunales. ; 


SEÑOR PRESIDENTE. - Me permitiría preguntar --ya que el señor Se 


nador Batalla se ha retirado momentáneamente de Sala y tenía in 
terés en ello-- si alguno de los miembros del Instituto de Arren 
damientos Urbanos desea dar opinión sobre el gEpbLena de la res 
ponsabilidad por acto legislativo. 
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¿Qué opina el doctor Muñoz a ese respecto? | 

e SEÑOR MUÑOZ .- Parto del acápite del asunto. 


Esta es una ley de emergencia que pretende resolver una si- 
tuación actual que, como hemos visto, está dada por una serie de | 
inquilinos que se encuentran frente al pago de un alquiler ¡al 
que no pueden dar cumplimiento. Ante esa situación, a través de. 
la llamada Ley de Emergencia, pienso que se pretende resolver el 

O 
o 


problema. Frente:.a esa posibilidad ey partidadio de la forma 
planteada. a % 


SEÑOR - JACOBO .- Antes de que se pase a la consideración del ¿ar- 
tículo 22, me gustaría hacer dos precisiones, una de las cuales 
me parece sumamente importante. e 


La consecuencia de la no entrega de la finca por parte del 
inquilino o arrendador-es el desalojo con plazo de veinte días. 


Creo que se podría buscar algún otro procedimiento más bre- 
ve, más sumario, como es el de la entrega de la cosa, porque el 
hecho de que uno diga que el arrendador podrá demandar por el 
procedimiento que acabo de mencionar, no Bignifica que se den 
los PESNUBUa DS del juicio de la entrega de la cosa. 


El desalojo con plazo de 20 días puede significar que an 
te una mera 'oposición de excepciones se tarde un año y medio pa 
ra restituir definitivamente la finca al arrendador, mientras que 
el procedimiento del artículo 1309 del Código de Procedimiento 
Civil significa que puede oponer dos tipos de excepciones: la de 
falsedad y otra --que tampoco cabría aquí-- que es la de falta 
de elementos esenciales del contrato; pero en este caso la res- 
cisión opera por vía legal y no por vía contractual. : 


SEÑOR VARELA MENDEZ.- El procedimiento que tiene el arrendador 
para obtener la desocupación es el desalojo-con plazo de 20 días, 
que no es nuevo en nuestra legislación. Hasta la Ley N* 13.659, - 
como se obtenía la rescisión del contrato por culpa del arrenda 
tario, el procedimiento, con el contrato rescindido para lograr 
la desocupación, era el desalojo con el plazo de mal pagador, de 
«20 días, que después se dejó sin efecto en virtud de que impli- . 
“caba una citación de excepciones y de que el arrendatario, que 
había tenido su posibilidad de defensa en el, juicio rescisorio, 
replanteaba sus defensas en el desalojo con plazo de 20 días. 


La solución quizás 'no sea buena, pero el juicio de entrega' 
de la cosa, después del error mayúsculo que cometió el Consejo 
de Estado al insertarlo en la Ley de Arrendamientos Rurales, me 
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parece peligrosQ. la limitación de excepciones en el juicio de entrega 
de la cosa, en los términos que plantea el doctor Jacobo prácticamente que 
d5 en la doctrina en la posición de Lagarmmilla. Posteriormente, la Doctri2 
na y la Jurisprudencia abrieron el campo de la oposición de excepciones 
con efecto suspensivo. Algunos entienden que este excepcionemien 
to que regula el Código de Procedimiento refiere sólo a las 
excepciones sustanciales, que quedarían fuera de las procesales;. 
, otros entienden que en las procesales operarían como excepcio- - 
nes suspensivas de la entrega, solamente las que relevaran la 
falta de un presupuesto procesal. Y otros van más allá. Locier 
to es que desde 1975 én que entra en vigencia el Diecreto-.: 
Ley N* 14.384, que establece la entrega de la - cosa para los 
arrendamientos rurales, nuestra Jurisprudencia se ha enriqueci. 
do con cantidad de fallos contradictorios y podemos decir que 
un juicio de entrega de la cosa medianamente discutido puede lle 
gar a tres o cuatro años, sobre todo si tenemos en cuenta' qué 
aquí, si vamos al juicio de entrega de la cosa y no aclaramos 
expresamente qué se mantiene la.competencia natural de los arren 
damientos urbanos en los Jueces de Paz departamentales tendría 
mos que determinar la competencia según la cuantía. 


Podríamos tener una primera instancia en el Juzgado Letra- 
do de Primera Instancia y una segunda instancia ante los Tribu- 
nales de Apelación, con problemas como el ascenso de los magis- 
.trados, etcétera. . ESA 


Me parece que la entrega de la cosa --y ya que fue inserta 
da, ami juicio, equivocadamente en materia de arrendamiento 
rural-- debería quedar acotada donde está. El desalojo, con pla 
zo de veinte días, de quince o con limitación de las vías impugna 
tivas, es.el proceso común, sólito y corriente en materia arren 
daticia para obtener la restitución, Da, además, adecuadas opor 
tunidades de defensa. 

: ( 
SEÑOR JACOBO.- No quiero distraer la actividad de la Comisión, 
que está abocada a innumerables e importantes problemas .Tal co 
mo está redactado el artículo, que dice que la rescisión se per 
fecciona con la notificación, correspondería un plazo de quince días 
“y no de yeinte porque el individuo dejaría de ser arrendatario y se 
convertiría en propietario. 


Con respecto a lo manifestado por el doctor Varela. Méndez, 
me sorprende que diga que la entrega de la cosa puede demorar . 
tres o cuatro años, porque un desalojo, donde el marco' del ex- 
cepcionamiento es mucho más amplio, no demora ese tiempo. Vale 
decir que siempre hay más posibilidades de aducir “chicanas"en 
un desalojo que en una entrega de la cosa. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar a considerar el 'ar- 
tículo 2%, 


Léase. 


"Artículo 2%. (Clausura de los procedimientos) .- Los 
arrendatarios que se hubieran acogido a la reforma del 
plazo de desalojo haciendo uso de la facultad acordada 
por el artículo 52 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de 
julio de 1974, serán considerados buenos pagadores a to 
dos sus efectos, clausurándose de oficio los juicios 
contra ellos pendientes siempre que, a la- fecha de en- 
trada en vigencia de la presente ley, se encuentren al 
día en el pago'de los alquileres E demás , PROSCACIONSR 
que correspondan". Po. E ; 


SEÑOR ORTIZ:- Voy a pedir opinión sobre la expravión "malos pa 


gadores" que se inserta en algunos artículos de esta ley,por- 
que me parece que lo de mal pagador és como aquello del post-- 
graduado: no tiene sentido. O es pagador o no lo es; si no : 


paga, no es mal pagador, sino.moroso. BALONEOE, no entiendo'es 
ta figura del "mal pagador”. : a 


Por otra parte --y tas por no haber laa la 
precisión en el momento oportuno-- entiendo que puede hablar- 


se de rescisión cuando una de las partes no cumple,pero aquí . 


se trata de un receso nad o, como dice el señor .Yaman- 
dú Tourné, un distracto. , 


SEÑOR TOURNE,- Creo que el término "receso", que emplea el 
señor Senador, es más claro que la palabra "rescisión”. 


SEÑOR AGUIRRE.- En cuanto a este artículo, a pesar de que na- 


die ha dicho nada, tengo mis dudas. 


En primer lugar; en el artículo 7* se establece otra hi- 
pótesis de clausura de los procedimientos. En esa hipótesis 
se dice expresamente que la clausura procede aun en la etapa 
de lanzamiento. Aquí no se dice absolutamente nada de eso;sim 
plemente que los arrendatarios que se hubieran acogido a la 
reforma del plazo, tienen plazo de buen pagador si hicieron 
uso de la facultad acordada por el artículo 52 del Decreto-Ley 
N2 14,219 serán considerados de oficio buenos pagadores. 
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Aquí no se aclara qué es lo que sucederá si ya se encon- 
traba en ¡a etapa de lanzamiento. Al parecer, esto comprende 
toda la hipótesis. Sin embargo, pueden surgir dudas. 


SEÑOR JACOBO.- Es lógico lo que plantea -1 señor Senador Aquí 
rre. La etapa de lanzamiento se puede dar en los casos de ven 
cimiento del término de un año a que se hizo referencia o, tam 
bién, cuando la persona se ha convertido nuevamente en mal pa 
Sader en este caso, estaría fuera de hipótesis. 


SEÑOR VARELA .- El problema que se [plantea puede estar ono den 
tro de la hipótesis, en el sentido de que el propio proyecto 


exige que ge encuentre al día en el pago de los alquileres y . 


demás prestaciones. Esto quiere decír que no puede haber in- 
currido nuevamente en mora porque, reitero, el propio texto 
del proyecto exige que debe estar al día en sus prestaciones. 


Si los señores legisladores me permiten, debo decir que 
desde mi punto de vista el Parlamento está desarrollando una 
actividad jurisdiccional y está violando la cosa juzgada y, 


además, se está manejando con un texto que es ¡inconstitucio*: - 


nal. Esta inconstitucionalidad ha sido destacada por la Supre 


ma Corte de Justicia.en varias sentencias, entré otras en la 
N2 91 de abril de 1968, que también remite otros casos ci 


teados anteriormente ante la Corte. 


Se póadrá: tz que, también, a través del Decreto - Ley 
N2 14.219 se establecían las situaciones de clausura y sanea- 


miento en los casos de mora, argumento que me parece muy po- 


bre. Esto lo digo porque, en primer lugar, esto constituiría 
repetir un vicio y,:en segundo término, al cambiar las condi- 


ciones, aquellas personas que por determinadas circunstancias 


no han accionado en contra del Estado ni planteado inconsti- 
tucionalidad, ahora podrán hacerlo. Por otro lado, creo. que 
este Parlamento estaría lesionando el principio de separación 
de poderes, lo que no me parece que sea bueno en esta — etapa 


que estamos viviendo. Desde mi punto de vista, el que. fue mal - 


pagador, incurrió en mora y optó por la reforma de plazos cuan 
do podía haberlo hecho por la clausura, jugó con su suerte “y 
ella fue amparada por una decisión jurisdiccional que pasó a 
la autoridad de cosa juzgada, que le dirá: "Usted es mal paga 
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dor y solamente sejle amplía el plazo para desalojo".  Inclu- 
sive no parece serio que posteriormente, de tiempo en tiempo, 
vengan soluciones legislativas que compurguen todos los efec- 
tos de la mora en que incurrió el arrendatario y lo exoneren 
automáticamente. 


SEÑOR AGUIRRE.- El doctor Varela Méndez se adelantó a hacer 
una observación que el que habla iba a formular. 


Creo que este artículo es AsviaREnES inconstitucional. En 
primer lugar, porque desconoce la cosa juzgada, ya que las in 
timaciones de desalojo, cuando no hay oposición de excepcio- 
nes.en el Prucaga monitorio, tienen valor de sentencia defini 
tiva. 


Esto no lo digo yo, sino toda la Doctrina. 


En segundo término, creo que viola el principio fundamen- 


tal de igualdad ante la ley, porque hay una evidente injusti- 
cia, un tratamiento totalmente discriminatorio y privilegiado 
para esos arrendatarios demandados en un juicio de desalojo 
que, como muy bien lo expresó el doctor Varela Méndez, opta- 
ron por la reforma de plazos siendo que tenían la posibilidad, 
con arreglo a la ley, de la clausura del procedimiento, antes 
de que huhiera una firme intimación de desalojo. : 


* 


El artículo 51 del Decreto-Ley N2 14.219 dice: "Los jui- 
cios de desalojo contra malos pagadores quedarán clausurados 
si dentro del plazo para oponer excepciones el imquilino con- 
signare la suma adeudada más el 60% de esa suma como pago de 
los intereses, tributos y costos devengados .El arrendatario o 


el 60% de lo que debía y, entonces, le clausuraron el juicio. 
Y ahora viene una ley que a una [persona que no hizo uso de esa 
facultad y simplemente utilizó el procedimiento establecido en 
el artículo 52 y consignó los arrendamientos devengados los in 
tereses legales y las costas del juicio, es decir, una suma 
mucho menor que la que tendría que haber devengado, con arre- 
- glo a la ley vigente, la que debió haber consignado para 'obte 
- ner la clausura del juicio, ahora, ese inquilino que pagó esa 
cantidad mucho menor, repito, que el que optó por la otra po- 
sibilidad, obtiene el mismo beneficio con el agravante de que 
tenía una sentencia en su contra que había pasado a la autori 
dad de la cosa juzgada. Este trato es desigual para los dos 
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casos. Me parece que, evidentemente, está violando los prin- 
cipios de igualdad establecidos por la ley. Cómo puede ser que una 
persona que hizo un desembolso muchísimo menor y en un plazo 
posterior, obtenga el mismo beneficio que otros inquilinos que 
tuvieron que pagar el 60% de todo lo que debían para que les 
clausuraran el juicio. Reitero que el doctor Varela Méndez tie 
ne razón cuando dice que no és argumento el hecho de que enel 
Decreto-Ley N* 14.219, o en otras leyes, se hayan establecido 


posibilidades o hipótesis de clausura de los procedimientos - 


después de que ha habido una sentencia que pasó a la autori- 
dad de cosa juzgada. Todo esto sólo conduce a sostener que 
esas normas son'claramente inconstitucionales y no puéde 
constituirse como precedente para que nuevamente VONNAROE: a 
sancionar normas de ese tipo. 2 

- El" sentido último del principio de separación de Poderes 
establece que ninguno de ellos puede, por un juicio de conve- 
niencia, modificar, revocar o alterar decisiones adoptadas por 
los demás. De la misma manera que un Juez no puede derogar una 
ley, tampoco una ley puede dejar sin efecto sentencias pasa- 


das a autoridad de cusa juzgada, porque de lo contrario el. 


principio de la separación de poderes no tiene vigencia.Me pa 


rece que esto es muy claro y de mucha gravedad porque este de 


fecto se encuentra en el artículo 2% y, también, en el 1%, 


SEÑOR BATALLA.- Lamento no haber podido - escuchar toda la expo 
sición que acaba de realizar el señor Senador Aguirre con res 
pecto al artículo 22.- 


De acuerdo al alcance que “le doy al esquema planteado en 


el artículo 2%, esto es muy claro y es un viejo planteo reali . 
zado a los mecanismos previstos en el Decreto-Lgy N2 14.219, - 


--e incluso creo que sobre él hay un trabajo realizado por el 
doctor Jacobo--, en cuanto a la “interpretación de qué sucedía 
cor la reforma del plazo en las consecuencias ulteriores a la 
sentencia. i 


Es decir, si el arrendatario que se acogía a la reforma 
- del plazo que era considerado buen pagador y, en consecuencia, 


dal.4 


E 


= HS 


podía ampararse en los beneficios previstos por el Capítulo 1 
del Decreto-Ley N* 14.219 --inscripción en el RAVE, acogimien 
to a la suspensión de lanzamiento en las distintas formas que 
la ley prevé-- o, en su defecto, la simple reforma del plazo 


de 120 días para los morosos pagadores, implicaba que éste se 


modificara a un año,como inquilino buen pagador y all1f termi 
naban las consecuencias de esas reformas de plazo. 


Al respecto creo que este artículo de la: ley viene a re- 


solver el problema y, en mi concepto, lo hace en los términos 
justos y correctos, es decir, dándole a. la reforma 2 plazo . 


judicialmente planteada y admitida por el Magistrado las con 
secuencias plenas; Oo ses,' que el arrendatario mal pagador que 
se transforma en bueno a través de la reforma del plazo,no so 
lamente cambia este plazo de desalojo de 23 días a un año, si 


no que vencido este último puede acogers2 a la norma Pravia: 


en la Bey de suspensión de lanzamiento. 


SEÑOR AGUIRRE.- Eso no es lo que dice el artículo. Lo que ex- 


presa es que hay clausura de procedimiento; se clausura el jui 


cio; no se. hará efectivo el desalojo, es UTE la sentencia 
queda sin efecto. : : 


SEÑOR BATALIA.- Entiendo que cuando hay refórma de plazos, na 
turalmente, existe la clausura del procedimiento. . 
SEÑOR AGUIRRE .- Reitero que eso. no es, lo que expresa el Decre 
to-Ley N*2 14.219, 


SEÑOR JACOBO.- Con respecto a lo que manifestó el doctor Vare : 


la Méndez --y que recogió el señor Senador Aguirre-- quiero ma 


_nifestar que no es tan así que el inquilino en lugar de bene- 


ficiarseq o de pagar un porcentaje más elevado, en este caso 


del orden del 60%, sólo pagó el 12úÚ 15% e hizo la reforma del : 


plazo. 


ddl.5 ' , 


7 
PP se ste + ci. o RA 


— e a 


a. 


la reforma del plazo es, prácticamente, un instituto sub- 
sidiario. Las personas que hacen uso de este derecho no tienen 
el dinero suficiente para pagar el 60% de lo adeudado. No se ta 
ta de que ese individuo que se acogió a este derecho pensó que 
pagando el 20% quizás luego se pudiera beneficiar con una nue- 
va ley sino que posiblemente apenas pudo reunir el dinero que 
necesitaba dentro del plazo de 20 días =--que, normalmente, es 
4 ¿ 5 días más largo-- y se amparó en la raforma, 


Con respecto a lo que manifestaba el señor Senador Fiutalla, 
debo decir que en una oportunidad sostuve que este artículo --o 
un artículo semejante que se proyectaba-- era innecesario por- 
que el artículo 118 establece que se derogan todas las disposi 
siciones de las leyes que se opongan aecsa ly que deja vigente el 
artículo 84 de la Ley N2 13.659. En'dicho artículo se estable — 
ce lo siguiente: "Se entenderá, a todos los efectos legales, que 

no han pérdido su calidad de buenos pagadores, cualquiera sea 
el destino de la finca, quienes hayan hecho o hagan uso de la 
facultad que les acuerda el artículo 33 de la Ley N? 8.153, de 
16 de diciembre de 1927". V.ile decir que al no haber sido dero- 
gada --ni expresa ni tácitamente-- esta norma --que luego fue mo 
dificada por la Ley N?2 13.783-- queda subsistente y, por lo tan 


to, será aplicable a los inquilinos posteriores a la Ley número 


14.219, pero no a los :.:.seriores a ella. 


- SEÑOR AGUIRRE.- Deseo realizar una aclaración. 


El doctor Jacobo plantea el tema desde el punto de la justi 
cia de la solución. Yo no he atacado eso. Como he ejercido Su- 
rante unos cuantos años la profesión, tanto defendiendo a 'acto- 


res como a demandados en juicios de desalojo, sé que la situa — 


ción a que se refería el doctor Jacobo puede darse. Puede suce- 
der que una persona sea económicamente solvente y esté en condi 
ciones de pagar el 60%, con lo que se terminaba el problema. Pe 
ro también puede darse el caso de gente que necesite juntar "pe 
sito sobre pesito" parz poder llegar a la cantidad que debe pa 
gar. Esa gente hace uso del instituto de reforma de plazo. Es 
decir, no se trata de que los inquilinos hagan un cálculo para 
beneficiarse con este derecho. De todas maneras, la solución es 
injusta porque la persona que tiene el dinero para pagar obtie 


ne el mismo beneficio, pagando solamente el 60% de loadeuxdado 


- Si no se le hubjera dado esta posibilidad, naturalmente que no iba a pagar el 60% 


ee 
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sino todo lo que debía, más los intereses y las costas del jui- 
cio. Es evidente que algunas personas se ven privilegiadas y 
otras no, porque no hay un tratamiento igualitario para con to- 
dos los inquilinos. 


Planteo todo esto fundamentalmente desde el punto de vista 
de los grandes principios de nuestro sistema constitucional Sin 
ninguna duda, creo que esto afecta la cose, ¡juzgada porque modi 
ficamos los efectos de una sentencia definitiva y que no t 


posibilidad de ser revértida. El proceso ya estaba terminado y . 


faltaba solamente la etapa de ejecución de sentencia, o sea, ha 
cer efectivo el lanzamiento al vencer el año de plazo que .tie- 
ne el buen pagador. 


Y 


SEÑOR VAREJA.- Hay que distinguir cabalmente dos institutos re-. 


gulados en forma diferenciada por el Decreto-Ley de' 1974. Me re 
fiero a la reforma y a la clausura.  - 


La clausura opera como una sentencia definitiva dictada por 


el Júez y que liquida el juicio. En cambio la reformá es una pro 
videncia judicial que sólo afecta uno de los cuatro elementos que 
forman el contenido del decreto inicial de acogimiento del moni 
torio de desalojo. Es decir que sólo modifica el plazo. 


El hecho de que el arrendatario elija la reforma y no la clau 
sura, de acuerdo con mi experiencia profesional que es muy exten 
sa--sobre todo en materia de arrendamientos-- obedece a que la 
clausura se puede realizar una única vez. Después sólo le que- 
da el incidente de la reforma del plazo." 


: Pienso que sería conveniente remontarnos al antento 84 de 
la Ley N2 13.659, que determina qué quienes hayan hecho o hagan 
uso de la reforma de plazo no perderán la calidad de buenos pa- 
gadores. Esta es una norma que modifica expresamente el régimen 


establecido en el artículo 33 de la Ley N*-8,153. De acuerdo con 


la doctrina especializada, se entiende que no se modificaba la 


reforma del plazo sino que ella implicaba la clausura de los pro  ' 


cedimientos y, por consiguiente no le hace perder la calidad de 
buen pagador. Eso requirió un proniaboficato legislativo expre 
SO. a 


Este retail 84 de la Ley N2 13.659, fue modificado por el 


artículo 72 de la Ley N? 14, 083, de 12 de setiembre ña 1972, que / 
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agregó la  cinusura preceptiva que en este caso es el juicio 
de desalojo por mal pagador. 
"> ¿ ' 

Á partir de 1974, reforma y clausura se disocian como ins- 
titutos distintos, como beneficios diferentes concedidos al arren 
datario mal pagador por el legislador. En consecuencia, cuan- 
do encontramos un instituto que tiene una normación diferente 
en un texto normativo de similar jerarquía al anterior, opera 
la derogación tácita. Si el legislador de 1974 estableció en el 


artículo 52 que procede la reforma de los plazos señalados en la. 


intimación --no dice más que eso-- si el arrendatario moroso, 
dentro del término acordado, consignara el importe de los arren 
damientos devengados de los intereses legales y las costas del 
juicio. Esta modificación implica la derogación tácita e inequí 


voca del régimen del artículo 84 de la Ley N* 13.659, a sw vez ' 


modificado por el artículo 72 de la Ley N% 14,083. Existe coli 
sión de dos institutos de tienen, inclusive, el mismo nombre en 
doctrina y en jesiolari n pero que amprdeSR regulaciónes distin 
tas. 


El doctor Encias suntenía una posición --que no comparto == 


por la que se entiende que el haber hecky uso de la reforma de 
plazo no implica que el inquilino sea mai pagador a los efectos 


del acogimiento al régimen del RAVE. 'Discrepo con eso porque la - 
providencia que pone fin al incidente de reforma sólo se pronun 
-. cia sobre la extensión o no del plazo. De lo contrario, la reduc 


ción de plazo que solicita el arrendador quedaría vacía de con- 
tenido. Á esa persona que reformá el plazo en un año --si fuera 


buen pagador-- e incurrió nuevamente en mora había que iniciar 


le el desalojo por mal pagador a los 20 días. No se puede redu- 
cir el plazo del PRDEENnn donde se lo amplió. 


-Este penúltimo inciso del toto 52 del Decreto-Ley núme- 
ro 14.219, quedaría vacío de contenido y sólo se explicaría si 
se utilizara como un instituto distinto a la clausura y la re- 
forma. Se trataría de una reforma que tiene una regulación nor- 
mativa que colide con. el artículo 84 de la Ley N* 13.659, y mo- 
dificativos y que, en consecuencia, opera la derogación tácita. 
De lo contrario, nos remitirfamos al artículo 52 de la Ley núme 
ro 14.219, y si no a la de 1968 o a la de 1972: Tal como lo se- 
, ñalé, quitarfamos el contenido al incidente de reducción de pla 


zo” que el legislador de 1974 establece en la misma forma en que ' 
fuera regulado por la Ley de 1972. Esto no ad en las Le- 


hrm. 3 o a AR E A 
D/242 : : Ñ % ; - ni : : Y * 


is ia Aa 


EIN 


yes de 1968 y de 1972 purque en ellas la ruforma operaba la clau 

sura. Sin embargo, en la»Ley de 1974 no opera la clausura. Tanto 

es así que el propio legislador establecé un instituto cie deno-. 
mina "de clausura". 


En la reforma, que sólo modifica uno de los cuatro elementos 
que forman el contenido preceptivo del monitorio inicial de desa 
lojo, se prevé, además, que: "Si acordado el plazo máximo un lo- 
catario, por haber pagdo el alquiler o arrendamiento y durante el 
plazo fijado no le hiciére previ intimación, tendrá igual derecho 
actor a pedir la intimación del plazo". Y, ¿para qué va a pedir 
la intimación del plazo si es buen -pagador? Puede pedir la reduc 
ción del plazo porque no tiene necesidad de promover ' nuevamente 

“el desalojo a un mal pagador con situación de excepción. La soli 
citud de reducción del plazo diría más .o menos lo siguiente: "Se- 
for Juez: el inquilino cayó nuevamente en mora; ya había. reforma 


O 


do el plazo por un año. Solicito que se lo reduzca a 20 días ". De O 
- otra manera, no se podría hacer una interpretación armónica de la . 
ley. e 


Para realizar esa interpretación, en primer lugar tendría 
mos*+que extraer un inciso de la ley. En segundo término, tendría 
; ' mos que emplear elementos provenientes de otras normaciones en las 
de que reforma y clausura se confundían porque tenían un único efec 
IS to, mientras que en esta ley dichos institutos están disocqiados. Es 
decir que además de quítar un inciso del artículo 52, nos saltea 


eS 


A mos el artículo 51. Entiendo que por la estructura procesal, por 
. los efectos de la providencia que dicta el Juez y por'la modifi- : | pS 


cación del contenido inicial del monitorio de desalojo, ia refor - | 
ma es un instituto totalmente distinto del de clausura. Este ar- | 
tículo 22 realiza esa distinción, porque establece que es menes- 
ter una declaración legislativa expresa para clausurar'la refor- 
ma. Si la reforma opera clausura, ¿para qué debe el legislador es 
tablecer que se consideran clausurados los procedimientos? Ello se 
hizo, simplemente, porque se parte de la base de que clausura y 
reforma son dos cosas diferentes y se quiere proyectar las conse 
cuencias de la clausura sobre el procedimiento de la reforma. 


SEÑOR JACOBO.- El artículo 116 del Decreto-Ley N2* 14.219, estable 
ce"; "Deróganse todas las leyes que se opongan a la presente! Creo 
que no se trata de una derogación e xpresa porque si.no tendría que 
decirse: "deróganse tales leyes"; tampoco se trata de una deroga 
ción tácita porque como decía Guillot, la susbsistencia de: am- 
bas normas no acarrea la anarquización de la legislación. 


IS 


Entiendo que subsiste la disposición del artículo 84 de la 
Ley N2 13.659, con la modificación impuesta por la Ley número ' 
14.083, pero no por ello voy a legitimar la "chabacanería" que | 
pudo haber hecho el legislador de 1974. 
1 


á des ro Propongo que se lea el artículo 32. 
0 Se lee; 

"Artículo 32.- (Suspensión de lanzamientos). Los Saraieg. 4 
tos dispuestos o que se dispongan contra arrendatarios o sub— 
arrendatarios buenos pagadores, de fincas ubbanas o suburbanas 

. destinadas a casa-habitación, quedarán suspendidos en su, cumpli 

“3 miento efectivo hasta el 31 de diciembre de 1985, Exceptúanse 
los lanzamientos decretados de conformidad con 10 dispuesto en 
los numerales 12, 32 y 42 del articulo 24; en los artículos 3% 

34 y 59; en el inciso cuarto del' artículo. 63, y en el inciso22 E 

del artículo 64 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de juliode1974 / . O 
.y en el artículo 15 de la Ley N2 9.624, de 15 de diciembre de 

1936, modificativas y concordantes. La disposición del inciso 

12 de este artículo no comprende a los arrendatarios a que se 

refiere la Sección 3 del Capítulo X del Decreto-Ley N2 14,219, 

de.4 de julio de 1974, los que seguirán rigiéndose por las nor 

mas allí establecidas". 


SEÑOR JACOBO.- Deseo ios que no se incluye a la norma del 

artículo 28 entre todas las excepciones, que son todos los ca- 

gos de inquilinos desprotegidos. Porque en el 114 se. justifica ] 

que no se incluya porque se trata de fincas urbanas d estinadas 5 
a casarhabitación. Repito que en el artículo 28 no aparece, aun : 
que el artículo 20 lo expresa, pienso que tendría que hacerse 

remisión expresa, porque ésta es una norma especial sobre el ar 

tículo 20,es una norma general. 


SEÑOR AGUIRRE.- Se trata de casos de tds privilegiados. 


SEÑOR TOURNE (Da. Yamandú).- Mejor sería remitirse al article 
20 de la misma ley que excluye los casos de situaciones poste- sos 
riores al año 1968 que están dentro de un régimen de libre Gon 
tratación. También excluye las situaciones exceptuadas compren 
o didas en el artículo 28, y las del 114 que se refiere a Bancos, 
| y otros, que también están exéluidos.-De manera que sería útil 
| - que en el inciso 2% se agregaran también las situaciones com- 
A prendidas en el artículo' 20 de esta a 


e 


e 
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SEÑOR JACOBO.- Bl 114 no corresponde porque tiene destinesco- 
merciales. 


SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- Cabría un . aditivo de las situa= 
ciones previstas en el artículo 20 de esta ley. 


SEÑOR AGUIRRE.- Entre los artículos exceptuados --y casi siem 
pre se les exceptúa, es decir, que se trata de un régimen de 
arrendamientos privilegiados-- están los del' inciso 22 del ar 
3 tículo 64, o sea aquellos arrendamientos de legislación de an- 
tigua data que cuentan con la garantía: de la Contaduría Gene- - 
ral de la Nación. Hace días le comentaba al señor Senador Ri- 
caldoni por qué razón un ciudadano que le sirve de garantía a 
a, : cualquier inquilino, no tiene una protección especial, y por 
qué el Estado se la concede a sÍ mismo. O sea que la garantía 
de la Contaduría General de la Nación especial para los ¿inqui- 
- linos, desaparece. Es decir, que por el hecho de ser funciona . ga “O 
rio público y tener la garantía de la Contaduría General dela ' 
Nación está desprotegido. Pienso que esto es algo absurdo, por 
E _ que si una persona no es -fancionario público y tiene la garan 
tía de un particular, entonces sí está protegido. En consecuen 
cia éste es otro privilegio para el Estado. Si no quiere. co- . 
: , Trer riesgos, que no salga de garantía. . : E: > 


e 


SEÑOR JACOBO.- Además la Contaduría General de la Nación, cuen . 
- ta con el aval de poder descontarle al individuo de su sueldo, 
haberes o pasividades por la suma adeudada. 


| : ed: . 0 
y SEÑOR PRESI DENTE.- Léase el artículo 4%." .- Í 
| SEÑOR AGUIRRE. - Propongo que se suprima la lectura. 

(Apoyado ) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este artículo es uno de los puntos neurálgi - 
cos del proyecto. Deseo señalar que no “tengo opinión formada al 
respecto pero considero arbitrario el criterio seguido en la 
sifpoLós de las cuotas o de las reducciones que. se puedan efec- 
uUar. : See a . 

No sé cuál será para ustedes el camino más conveniente, pe 
ro a mi juicio en este punto radica la mayor parte de la cont. 
versia. " y * d , Ú E 


4 


SEÑOR JACOBO.- Estoy de acuerdo con las manifestaciones del 
señor Presidente, puesto que no existen datos que permitan 
saber a ciencia cierta, conocer o acceder, .a los elementos 
del mercado de vivienda de alquileres, 


- — En este proyecto se trata de proteger a los PQ ISS 


_de casa-habitación. Pienso que hay dos caminos a seguir. 0 


se rebaja el alquiler lisa y llanamente y cada cual decide,. 


o no se” procede. Esa sería: la forma más ecuánine, o sea, ade 
cuar el alquiler a los ingresos de cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿No han analizado la posibilidad de tomar 
en cuenta un porcentaje, por ejemplo, el 25%: de los des de 


- del núcleo familiar como to pe? 


SEÑOR ORTIZ.- Se trataría de un tope mínimo, es decir, que 
estas reducciones del Índice nunca podrán determinar . q el 
alquiler sea inferior al 25% de los'ingresos. 


tes] 


SEÑOR AGUIRRE.- El pro cedimiento de rgbaja de alquiler'par- 


te de un principio inverso. Está el alquiler fijado y hay: 


una obligación de pagarlo. Si el inquilino sabe que está pa 


gando más del 25% de sus ingresos, se presenta por vía judi 


Clals haciendo una declaración Jurada. 


SEÑOR JACOBO.- Pienso que el inquilino debe hacer una decla 
ración jurada. Tiene que suscribirla de acuerdo con los in 
tegrantes de su núcleo habitacional. En este caso el arren- 
dador tiene facilidad para comprobar los hechos porque: mu= 
chas veces no sabe 'qué ocupación tiene el individuo. 


1 


SEÑOR JACOBO.- Estoy de acuerdo con las manifestaciones del 
señor Presidente, puesto que no«existen datos que permitan 
saber a ciencia cierta, conocer o acceder, a los elementos 
del mercado de vivienda de alquileres. : ! 


En este proyecto se trata de proteger a los inquilinos 


- de casa-habitación. Pienso que hay dos caminos a seguir. 0 


se rebaja el alquiler lisa y llanamente y cada cual decide, 
o no se procede. Esa sería la forma más ecuánime, O sea, ade 


cuar el alquiler a los ingresos de cada uno. 


ol SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No han analizado la posibilidad de E 


en cuenta un porcentaje, por ejemplo, el Ds de los ingresos 
del núcleo familiar como mas 


SEÑOR ORTIZ. - Se fraterno de un tope bla es decir, que 
estas reducciones del Índice nunca podrán determinar que el 
alquiler sea inferior al 25% de los ARA 


- (Dialogados) 


Son AGUIRRE.- El aoiitaiento de rgbaja de alquiler par- 
te de un principio inverso. Está el alquiler fijado y hay 


cial, haciendo una declaración ea 


ración jurada. Tiene que suscribirla de acuerdo con los ia 


dador tiene facilidad para comprobar los hechos porque mu- 
“chas veces no sabe qué ocupación tiene el individuo. 
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SEÑOR JACOBO.- Pienso que el QUITA des hacer una declg' 


tegrantes de su núcleo habitacional. Fn este caso el arren= 


, 


una obligación de pagarlo. Si el inquilino sabe que está pa 
gando más del 25% de sus ingresos, se presenta por vía NES 
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SEÑOR JACOBO .- Personalmente no justifico, de ninguna manera, que 
se rebajen los alquileres de Industria y Comercio y los de otros 
destinos en forma indiscriminada, máxime porque el Decreto-Ley nú 
mero 15.461 le da al comerciante la posibilidad de rescindir el 
contrato. Estamos a dos años de aprobada esta norma. El individuo 
que en aquel momento,oaun a la fecha, no lo. rescindió, pudiendo 
hacerlo, es porque le conviene que el arrendamiento subsista. Si 
le conviene, no veo por qué debe hacérsele una rebaja. Por otra 
parte, en estos casos noexiste merma del salario real, porque el 
comerciante remarca los precios inmediatamente después” del aumen- 
to de los combustibles o de los salarios. En cambio, el inquilino 
de casa-habitáción no se encuentra en esa situación. Con respecto 
a la protección de otros destinos, podría llegar a dudar. En "otros 
destinos" se comprenden todos los casos que no entran en las defi 
niciones anteriores, por ejemplo, estudios profesionales o escue- 
las. En esos casos, sería más contemplativo, pero en materia * de 
comercios me parece que no es procedente el inciso tercero. 
6 e TE 

SEÑOR AGUIRRE.- Pienso que, en realidad, el procedimiento de reba 
ja de alquiler está dirigido a la estimación de una relación en- 
tre los ingresos del inquilino y el alquiler que debe pagar, que 
se basa en un principio de racionalidad y justicia: quien gana 
N$ 8.000 no pagará más que N$ 2.000 de alquiler, y quien gana nue 
vos pesos 40.000, no pagará más de N$ 10.000. Desde ese punto de 


vista, creo'que el principio es saludable, aunque tiene la«<dificul - 


tad de que exige un trámite procesal, con la consiguiente posibi- 
lidad de oposición. 


El sistema del Decreto-Ley N2 14.219 creyó establecer un sis- 
tema que tendría estabilidad y que sería mejor que el anterior, pe 
ro no se aplica a los contratos celebrados con posterioridad a su 
entrada en vigencia. Es decir que ese correctivo razonable y sa- 
ludable, no es aplicable en la inmensa mayoría de los contratos 
vigentes. Pregunto: en lugar de establecer todo este tipo de esca 


las, con la consiguiente complicación de que según cuál sea el mon - 


to del alquiler, el reajuste a aplicarse variará, haciéndose ex- 
tensivo a todos los contratos de arrendamiento, ¿no sería más ra- 
zonable decir que el procedimiento de rebaja de alquiler:es apli- 


cable a todos los contratos vigentes, y que nadie tenga que pagar ”* 


más del 25% de sus ingresos? ¿Qué sentido tiene que una persona 
que gana más de N$ 100.000 obtenga el beneficio legal que le per- 
mite pagar N$ 5.000 en vez de N$ 6.000? Eso no se justifica. Si 


realmente sus ingresos no le permiten pagar más, podrá . probarlo 


r 


A 
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judicialmente y no se le subirá el alquiler. Esta es una solución 


puramente empírica, y se estima que quien gana entre N$ 5.000 y 
N$ 7.500, puede tolerar determinado aumento; pero no se tiene la 
menor idea de la cantidad exactá de ingresos que ios ese núcleo 
familiar. , 


“SEÑOR BATALLA.- Declaro que, en materia de alquileres, soy decidi 


do partidario de las soluciones particulares. Creq que el “automa= 
tismo que se ha buscado permanentemente, conduce siempre a solu- 
ciones injustas porque no existe una figura tipo de inquilino ni ' 
de propietario. Cuando hemos examinado problemas de alquileres, tan 
to en normas de emergencia como de fondo, siempre hemos dádo por 
sentado algo que constituye, a'mi juicio, el gran "cuello de bo- 
tella". Quizá, durante años, todos hemos tratado, : en forma in-. 
fructuosa, de moralizar la relación arrendaticia. Todos los que 
-tenemos alguna experiencia profesional sabemos que no debe haber 
material profesional que sea más “proclive a la "chicana" «que el 
tema de los alquileres y desaolojos. Creo que eso.es producto del 
defectuoso sistema de procedimiento 'en materia de desalojo, que 
es el juicio ejecútivo con un plazo de 20 días. para el mal paga- 
der, 15 para el inquilino precario y un año para el buen pagador. 


Creo que Aebemos analizar si la solución es el automatismo o 
el casuismo e inclusive, ver si los arrendamientos o desalójos no 
pertenecen a una jurisdicción limitada. 

Creo que en esta materia no- sirve el procedimiento de que un 
Juez atienda por escrito los distintos casos, porque eso se pres 
ta, permanentemente, a la mentira, tanto por parte del inquilino 
--que trata de permanecer en una finca por la cual paga menos ' de 
su valor en el mercado---como del propietario, que busca deaalo- 
jar --por cualquier medio-- a un inquilino que le paga menos de 
lo que podría obtener con otro. 


Comprendo que las soluciones casuísticas tienen sus dificulta 
des pero, en definitiva, atienden a una verdadera justicia en una 
materia que es conflictual y difícil de resolver con carácter ge- 
neral. Desearía saber si algún especialista en la materia ha pen- 
sado en algún mecanismo, que desde el punto de vista judicial ,tien 
da a examinar lo que ha sido un permanente vivero de deformación 
en materia de arrendamientos y desalojos. E dle 


SEÑOR JACOBO.- Evidentemente, existe un problema de fondo, que es 
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el económico. Montar una infraestructura para celebrar procedi- 
mientos típicamente sumarios,.en forma: verbal, significaría. pa- 
ra el Estado una enorme erogación, ya que habría que instalar 
un andamiaje tan impresionante que el Presupuesto del 0,8% * del 
Poder Judicial, pasaría a ser de alrededor de un 20%, porque ha 

bría que duplicar o triplicar el número de jueces. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera replantear algo que ya he dicho cuan 
do discutíamos en general, este proyecto. Me gustaría tener ci 
fras completas, cálculos adecuados, para saber cuál hubiera si- 
* do el reajuste de alquileres el 12 de marzo y los meses siguien 
tes si se hubiera tenido en cuenta el salario real. De esa for- 
ma mbríamos algo mucho'más concreto con respecto a lá realidad 
de la posibilidad arrendaticia, de lo que sabemos por los datos 
o indicadores que tenemos actualmente. Quizá --aúnque no es la 
única solución-- lleguemos a la conclusión de que el 12 de mar- 
zo, teniendo en cuenta el salario real, el índice de reajusteno . 
tendría que haber sido el que se aplicó de acuerdo al mecanismo 
de este proyecto. Creo: que deberíamos pensar en una solución de 
ese tipo. se 


v 


“En virtud de mi planteamiento y de los efectuados por el 
señor Senador Aguirre y por el doctor Tarigo, creo que. sería con 
veniente pensar en alguna forma de reajuste, con una periodici- 
$ dad menor al año, para aligerar el impacto que le produce al iñ 
Ñ quilino el aumento anual. : : 


” 


Aunque integro el Partido de Gobierno, debo decir que en el . 
departamento de Montevideo, por lo menos, es evidente que para 
el propietario ha existido un sensible encarecimiento . en fun= . 
ción de la' tributación actual. ye go 


Desearía conocer qué opinan los miembros del instituto y mis 
compañeros dúde Comisión, acerca de una combinación del uniterio 
del salario real coh una periodicidad trimestral o cuatrimestral . 

_de aumentos, teniendo en cuenta el actual criterio del 25% del 
ingreso del núcleo familiar. y ES 


Digo, además --se lo comentaba en voz baja recién al señor 
Senador Aguirre-- que me preocupa tremendamente el estado de in 
certidumbre que tiene toda la opinión pública en este momento, 
respecto a lo que sucederá con esta Ley de degiro de da ER 


: . | toy viendo que hay uma : mayoría --por lo menos, dentro de.la Comi-- 
. sión y en la que me incluyo— que advierte defectos que justifl 


o : 


carían la modificación del proyecto aprobado por la Cámara de 
Diputados. 


Pienso que, a veces, trabajar sobre un texto que merece ob 
servaciones, da mucho más trabajo que empezar con uno, sin las 
tre --si se me permite la expresión-- pues ello supone la posi 
bilidad de corregir algo que se considere inconveniente. Lo di 
go por lo siguiente: en algún momento vamos a, tener que buscar 
úna solución que, de pronto, no tenga veinte artículos, sino mu 
chos menos que éste, que sea menos conflictiva y polémica que 
ésta, como salida de emergencia. Veo que corregir veintitantos 


artículos en este proyecto, con diferericias que no sólo van en 


lo político, socio-económico, sino también en lo técnico-jurí- 
dico, significa, inclusive, abrir una polémica con la otra Cá- 
mara, cosa que sería muy saludable y democrático y que podrá o 
no desembocar en la Asamblea General pero que, en síntesis, va 
.2 conducir a una postergación --que creo socialmente. inconve- 
niente-- de la solución final de este problena. 


Se ha creado una enorme arpectatitra en torno a este tema; 
no por culpa de esta Comisión, sino de la situación. Esta Comi 
sión, inclusive, no ha querido recibir a los sectores involu- 
crados en los problemas, sino a los que pudieran aportar una so 
lución técnica. Pero, de cualquier manera, tenemos los canales 
de televisión, las radios, que nos están esperando puntualmen- 
te al cabo de cada sesión, pidiéndonos no una opinión, sino un 
pronóstico de lo que va a suceder. Eso es malo; inclusive, .pa- 
ra la propia seriedad del trabajo que tenemos que realizar. 


Volviendo al tema que trata este artículo 42, me pregunto, 
nuevamente, si ése que acabo de señalar no es el camino que nos 
puede conducir a estar más cerca de esa realidad que menciona- 
ba el señor Senador Batalla. Porque eso da la sensación de una 
cosa arbitraria que, a lo mejor, es injusta para el arrendador 
--creo que es asÍ en algunos casos-- pero que también puede re 
sultar injusta para el arrendatario. 


SEÑOR BATALLA.- No refiero específicamente a esta ley sino con 
carácter general. Talwz se adecúa más a una Jegtalación de fon 
do que a ésta de emergencia. ] 


SEÑOR PRESIDENTE .- Por supuesto. En este momento ¿20 estaría de 
acuerdo en abocarnós a un estudio de nuevos mecanismos. juris- 
diccionates para resolver el problema de los arrendamientos. 
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Creo recordar que existe un documento de la CONAPRO que pro- 
ponía que el Parlamento se abocara al estudio de una ley de fon=- 
do, para más adelante, digamos, pará fines de este año. Soy pesi 
mista en cuanto a que el tiempo alcance; este es otro tema. El 
nos ocupa está creado por la crisis del país. Entonces, que no 
.Sea cosa que estemos cortando el hilo por lo más delgado, es de- 


cir, por el de las simplificaciones, que no estén realmente re-. 


solviendo los verdaderos problemas, sino que aparenten solucio- 
narlos por la vía de una reflexión poco-meditada. : 


SEÑOR VARELA .- Este artículo 42 es, obviamente, el más es 


. y en torno al cual se entra en la rob ARraOS socio-económica de 
los arrendamientos. 


. 


Á mi juicio, hay que asas las situaciones del lizeral 


a) --casa-habitación-- de las establecidas en el literal b), in 
dustria, comercio y otros destinos. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Por supuesto, no tratados pór la CONAPRO. 
SEÑOR VARELA .- Claro. 


Invirtiendo el planteamiento y considerando en primer ás, 


no el literal b), no veo cómo, lógicamente, los grupos industria 
les y comerciantes pueden pedir una tarifación de uno de los ele 


mentos del costo de sus artículos, sin dejar un flanco expues-- 


to a la estocada del Estado en cuanto a la tarifación del precio 
final de sus productos. Es decir que, por-“un lado, los comercian 
tes procuran que uno de los elementos que determinan el precio 
final del producto que fabrican o venden, sea abatido o tarifa-= 
do, por lo que mal podrán negarse a que se tarife la is so 
bre el precio del producto que fabrican o venden. 


De manera que, a mi juicio, este literal b), en una ley de 

" coyuntura y habida cuenta de la norm.. tiva del Decreto-Ley número 
15.471, tendría que ser eliminado de la legislación de presio 

cia.: , ; 


El problema que cabe plantearse como situación coyuntural y 
como situación social preocupante, es el del literal a), en cuan 
to refiere a los arrendamientos de fincas destinadas a casa-habi 
tación. Aquí el problema radica en decidir A paga las conse= 
cuencias de la situación coyuntural. No se ha afirmado por nadie 
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que las fincas valgan menos y que, en consecuencia, la rentabili 
dad, que debe responder al wmlor de la finca, deba ser ménor. Sí 
se afirma que deben abatirse los precios que se pagan¡por esas 
fincas. De tal manera es asi, que tanto por el lado del contrato 
privado de arrendamiento como por el de la relación jurídica-tri 
butaria que impone el Estado, hay una parte que recibe golpes de 
ambos lados, y ésta la configura el arrendador. Golpean sobre su 
cabeza las consecuencias de la situación desgraciada del inquili 
no, debido a la coyuntura --en la que no tuvo, de repente, arte 
ni parte-- y, por otro lado, recibe también --porque la propie- 
dad inmueble es un.asiento fácil del hecho jurídico tributario-— 
la presión fiscal. De manera que el problema de justicia es ade 
muy. difícil solución. Pero, siempre están recayendo las conse- 
cuencias, contrarias desde el punto de' vista económico, sobre una 


sola cabeza, es decir sobre la del arrendador. No debemos  olvis-' 


darnos que esas consecuencias. que recaen sobre la cabeza del 
arrendador, quizás solucionan ahora el problema, pero hay que te 
ner en cuenta que muchos de los derrumbes de fincas que hubo en 
Montevideo fueron motivados por cuarenta años de legislación tui 
tiva de los arrendamientos, que desinteresaron al propietario de 
realizar lás reparaciones más esenciales en Jas fincas que arren 
daban. : 


Este sistema tiene la contra de establecer Si, pero tam 
bién tiene la ventaja de establecerlas. Es contrario, porque “no 
parece adecuado a un criterio de justicia distributiva de tratar 


.desigualmente a los desiguales, pero parece adecuado en cuanto 


permite solucionar la problemática, en une forma . relativamente 


simple. 


Trasladar el problema de la rebaja de alquiler, establecida 


en el Decreto-Ley N2 14.219, a este supuesto, implicaría dos ele. - 


mentos. ' 


El primero, que la rebaja de alquiler estaba excluido en el 
régimen del Decreto-Ley mencionado para todos los contratos pos- 


teriores al 2 de agosto de-1974.* 


Es decir que allí estaríamos revertiendo el principio, es de 
cirs. apticando la rebaja del alquiler también para esos contra- 
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tós. 


Y un segundo elemento, que también puede entrañar una injus 
ticia, porque implica que el arrendador que tiene una finca que 
vale N$ 20.000 o N$ 30.000, tenga que abatir el monto del arren 


damiento, a la potencialidad económica del inquilino. 


Además, implica un proceso monitorio, pero que lleva a ac- 


- tuar ante la Justicia, a realizar declaraciones juradas, a la 
posibilidad de oposición ya la. necesidad dé un pronunciamiento 
Judicial. 


Y, en este momento, “como están. 15s Juzgados' - --si es que si= , 


guen trabajando después del 20 de julio-- se van a . multiplicar 
los problemas que teníamos cuando se les rebajó a los E 


- nos anteriores a 1974. 


En ese entonces, se presentaba la rebaja, -se demoraba en de 
cretarla y en realizar la notificación; se cursaba como intima- 


-. ción de pago y entonces, el inquilino oblaba el alquiler” reba- 
. jádo y, en AQuBsonencia. teníamos tres expedientes. 


Estos eran: rebaja, astilsación y oblación, los que cid 
ban por los Juzgados sin orden ni concierto,- qraanto plebios que 


demoraban años en solucionarse. 


Esto me parece que no es, en puridad,” un problema técnico- 
jurídico, sino qué es un problema de arbitrar soluciones de jus 
ticia, soluciones sociales, que tienen que encontrar en el Par- 
lamento su caja de resonancia porque éste responde a las distin 
tas corrientes de opinión e intereses sue existen en el país. 


. 
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SEÑOR AGUIRRE.- He escuchado con mucha atención la exposición 
del doctor Varela Méndez y, naturalmente, creo que todos coinci- 
diremos en que es inconveniente aumentar la cantidad -ya muy ele 
vada- de litigios que se tramitan en todos los juzgados y, en el 
caso de los que ahora pasarán a' llamarse Juzgados de Paz Departa 
mentales, las complicaciones son evidentes. Puede haBer injusti- 
cias -en una generalización de la rebaja del alquiler- para pro- 
pietarios que poseen una finca que podría alquilarse, por su ca- 
rácter, en N$'15.000 y en N$ 20.000, por efecto de la rebaja 
del alquiler, van a cobrar N$ 5.000 ó N$.6.000.' Por lo menos des 


de el punto de vista del inquilino, esta es una solución muchísi 
mo más justa. Diría que es justa siempre que el inquilino expre- 


“se la verdad en la declaración jurada. 


En primer lugar, todo inquilino paga proporcionalmente lo que 
le corresponde .de acuerdo a sus ingresos. 


En segundo término, si'bien otros sistemas acarrean injusti- 
cias para los propietarios, éste también las trae, porque nadie 
tiene aquí seguridad de:que el propietario -a quien se le rebaja, 
el alquiler- esté en condiciones de tolerar dicha rebaja. Quizá. 
alguno no sienta la rebaja porque ya tiene un alquiler alto o no 
tiene ningún apremio económico por lo que hasta se le podría con 
gelar el alquiler y no sucedería nada. Desde el punto de vista de 
la. justicia, creo que si bien no hay ningún sistema perfecto, el 
sistema de la rebaja del alquiler es mucho. menos injusto que $s- 
te, que es un sistema -—podriamos decir a ojo de buen cubero-que, 
por aproximación, presume que puede ser menos injusto que seguir 
aplicando el reajuste legal. la gran dificultad estriba enla pro 
moción de una cantidad grande de demandas de rebaja delalquiler. 


SEÑOR ORTIZ.- Coincido con lo que ha expresado el doctor Varela. 


He pensado que cualquiera sea la solución legislativa sobre 
este tema, siempre va a terminar en un tratamiento discriminato- 
rio, procurando beneficiar a inquilinos que,por la situación eco - 
nómica del país, no púeden hacer frente al pago de losalquileres 
pero siempre va en desmedro de los propietarios. Muchas veces he 
sostenido que, sin perjuicio de buscar la forma de protegera-logs- 
inquilinos, dedo que estamos contemplando una realidad social, nos: 


olvidamos totalmente de los propietarios. Pienso que deberíamos 


encontrar alguna forma de compensarlos , aunque sólo sea simbólica. 
mente. Entonces, consideré que podríamos establecer que las fin- 
cas que fueran objeto de esta ley'no fueran incluidas en la rela 


to. 
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ción de bienes para el pago del Impuesto al Patrimonio y que se 
les exonerara de los adicionales a la Contribución Inmobiliaria. 


El Ministerio de Economía y Finanzas, a través de su Subsecre 
tario, parece estar de acuerdo. Ese acuerdo es indispensable por 
que, para proceder a esa rebaja es necesaria la iniciativa del 
Poder Ejecutivo, ya que el Parlamenta no lo puede hacer porque 
la Constitución se lo prohíbe. : ] 


Me -gustaría saber si se les ocurre alguna Otra fórmula para 
proteger O "compensar a los propietarios, es decir,para hacer una 
ley frente a lá que podamos decir: "sí, protegemos a los inquili 
nos, Pero no exclusivamente a expensas de los propietarios, como 
siempre ha ocurrido". la situación de los inquilinos se debs a la 
problemática económica del país, en la que el propietario  -tal 
como lo señalaba el doctor Varela Méndez- no tiene nada que ver, 
ei porque él no la ha causado. Entonces, si el Estado es el respon- ' 
: sable, parece justo que también él contribuya con su cuota de sa : 0) 
crificio a paliar esta situación. Tropiezo con la dificultad de 
no encontrar expedientes para favorecer a'los propietarios, y no 
se me ocurre nada más que esas dos exoneraciones impositivas.Plan 
teo esta inquietud a los integrantes del Instituto Uruguayo de 
Arrendamientos Urbanos, porque quizás tengan una imaginación más 
fértil que la nuestra. : : * ' 


a 5 
SEÑOR TOURNE.- Aquí hay un problema de urgencia parlamentaria re 
lacionado con el problema de la vivienda para casa-habitación.La 
solución del señor Senador Aguirre con respecto a estatuir el ré 
gimen de rebaja de alquiler para el futuro, me parece mucho' más 
conveniente y justo, dentro de la injusticia que significa que si 
un propietario tiene un inquilino pobre se ve más perjudicado. No 
debemos olvidar que esta ley tiene, también, un corte en el sen- 
tido de que no se puede disminuir el alquiler vigente, por más 
que los ingresos del inquilino sean inferiores en un 25% a ese al 
quiler vigente. Todas las soluciones legislativas, sin lugar a du 
das van a presentar reparos y no vamos a poder lograr una aproxi 
mación a la justicia. En vez de este tratamiento indiscriminado, 
abstracto, ciego y ajeno a la realidad, debemos establecer un ré 
gimen en que cada uno exprese: "Dispongo de tanto y este es mi nú 
cleo habitacional", y la posibilidad de que.el propietario pueda 
discutir esto. Entiendo que esto crea litigios, problemas y res- 
tricciones, pero las mismas son generadas por la realidad inmo- 
biliaria, que nosotros no podemos cortar por vía, de la ley. No 
obstante, esto no soluciona otro problema -del que hablaba el se 
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for Senador Aguirre- y es que acá también se decreta una rebaja 
para alquileres de la industria, el comercioy otros destinos,ade 
más del establecido para casa-habitación. Esto significaría un 
pronunciamiento de polftica legislativa sobre si se mantiene esa 
rebaja del alquiler y en qué concepto. ¡ 


po Declaramos que nos choca un tanto que el comercio y la indus 
tria -que son actividades lucrativas donde la competitividad,den 
tro de cierto límite, debería ser plena- resulten protegidos, en 
detrimento del propietario del inmueble. No sucede lo mismo con 
el destino para casa-habitación, donde los factores sociales son 
de una prevalencia casi total. Entiendo que si el alquiler fuera 
excesivo y el propietario o el industrial se vieran enfrentados 
a un cierre, podría intervenir el legislador, pero esas hipóte- 
sis son menores. En cambio, para casa-habitación esa solución se 
ría simple desde el punto de vista jurídico y, además, efectiva. "-  ” 

Crearía un problema judicial, que considero menor porque se apro O 
xima más a la justicia. De manera que correr el régimen de reba- e 

ja de alquiler para inquilinos posteriores al año 1974... 


SEÑOR AGUIRRE.- Para ello bastaría con derogar el parágrafo fi- 
- nal del:artículo 16 del Decreto-Ley N* 14.219. 


SEÑOR TOURNE.- Exactamente, señor Senador. 5. $ 


SEÑOR JACOBO.- Considero correcto lo que plantea el señor Sena- 

dor Ortiz en cuanto a que se trate de contemplar el interés del 
propietario y no exclusivamente,el del inquilino. No se me ocu” 

rre ningún mecanismo; inclusive, el de la exención impositivaan el 
referencia al Impuesto al Patrimonio, va a favorecer al gran pro'. h. 
pietario, pero no al más modesto, que es quien debe ser contem- "3 
plado porque no paga impuesto al patrimonio. . 


Confieso que no se me ocurre ningún otro tipo de solución. 


SEÑOR TOURNE+.- Desde el punto de vista de una organización 16gi- 
ca, como la que serealiza en ciertos países, que posiblemente ten “ 
gan solvencia, la rebaja que se decreta al inquilino -y. quese en 
tiende como un bien social- es compensada porel Estado, por la 
sociedad. El propietario no tiene pr qué cargar sobre sas hombros 
la situación del inquilino. Pero comprendemos que esta solución, 

en Ía actual situación del Estado, es un problema que excede lo 
“jurídico y la política legislativa, dado que es un problema de 
hacienda pública. É 
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La aspiración que formula el señor Senador Ortiz es en parte 
económica y en parte sicológica, a los efectos de que no se re- 
cargue exclusivamente al propietario. Puede existir una ¡mposi-. 
ción, por ejemplo, en la contribución inmobiliaria, pero eso en- 
traría en la esfera del gobierno departamental. - 


La experiencia de años y años en esta materia indica que siem 
pre hay un margen de injusticia, dé desigualdad y discriminación 
insalvables. Esto rebaja el alquiler tanto al millonario, como 
al pobre; al que vive en Carrasco, como al que vive en La Camer- 
“cial. y ; ; : , , Ss ; 


| 
| 
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SEÑOR ORTIZ.- Todo esto responde a una situación que se nos play 
po? tea comó la del estado, de desesperación de inquilinos que no pue 
j “den pagar los alquileres y a lox que hay que ayudar. 


- »> Po . BS - * 
No sé si es tan así porque ¿pára qué se 'creó el RAVE? Para : O 
abastecer de vivienda a ésa gente que no puede pagar el precio 
actual de los alquileres. Pero el otro día, representantes del 
Banco Hipotecario nos informabán que de 8.000 ofrecimientos que 
hicieron de viviendas del RAVE, más de 5.000 fueron rechazadas-. 
Entoncgs, no se trataba de situaciones desesperadas de gente. que 
no encuentra vivienda. Al hacerse ese rechazo, el desalojo  si- 
guió su curso y el individuo fue a pagar por allí el mismo alqui 
ler que decía no poder pagar y por eso se amparó en el RAVE. Te- 
nemos entonces ese testimonio y el de los abogados que trabajah 
en esa máteria, que nos han dicho que el amparo al RAVE es una 
forma de postergar el desalojo, pero no responde al deseo de 'ob- e 
ra tener una vivienda del Banco Hipotecario. Es una excusa. | 


SEÑOR AGUIRRE. Todas las inscripciones enel RAVE que hice ha- : 
Oo cér a clientes míos fueron todas pra pos tergar el lanzamiento y 
la persona no tenía ningún interés en tener una vivienda en el 
Euskal Erría, en Malvín Norte, etcétera. se 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando lleguemos a la norma específica que tra 
ta la situación de los inscriptos en el RAVE, voy a dar lectura, 


como Presidente de la Cómisión a un comunicado del Banco Hipote- A 
o He cario. % : s A 
o - Pero es bueno tener presente que antes de ayer, el 3 de ju- 


lio de este año, el Directorio del Banco Hipotecario instrumentó 
aquellas medidas que nos dio a conocer en la última sesión. Me 
pregunto si en buena medida, esto que acaba de dictar el Banco 
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Hipotecario, que es muy innovador, no apunta también a solucio- 
nar el problema en forma inmediata, porque una resolución como 
la que toma el Directorio del Banco Hipotecario, que supone que 


si propietario e inquilino aceptan la tasación del Banco, éste. 


le compra al propietario la casa hasta cierto valor y se la fi- 
nancia a veinte años al inquilino y, además, le dauncrédito adi 
cional para refacción de la vivienda y nos habla de miles de si- 
tuaciones que, mediando naturalmente este acuerdo entre propieta 
rio y arrendatario dejarían de estar incluidas en esta bolsa de 
problemas que tenemos para legislar, también hay que admitir que 


se está reduciendo la entidad de los problemas que estamos consi 
derando. Pienso que es mejor sistema darle al inquilino y al' pro * 


pietario los medioseconómico-financieros para salir del  embro- 
lio en que están metidos, que legislar con fórcep8 ya ciegas, sin 
saber realmente a quién estamos perjudicando y a quién beneficia 
mos. Con esto no quiero decir que no se dicte una ley de emergen 
cia, pero pienso que es una buena noticia, porque por lo que yo 


sé esto va a tener una inmediata difusión pública para que se 


acerquen al Banco todos los interesados. Tendrán que concúrrir 
tanto propietarios como inquilinos. E 1, 


' Tengo aquí la resolución del Banco que se me envió esta maña ' 
na, y debo'decir que verdaderamente me impresiona porque apunta: 


al centro. del problema más angustioso. que existe, que .es el de 
los propietarios e inquilinos modestos, * a 


SEÑOR ORTIZ.- Concurre a la única solución que tiene este proble 
ma. Este asunto de los alquileres no se resuelve con leyes, sino 
con casas. Nadie vivió jamás dentro de una ley. Hay que dar .al- 
gún impulso a' través de la construcción, de los Bancos,etcétera, 
porque es la única salida. Antes hablábamos de leyes.  proviso- 
- rias; ahora de leyes de emergencia. Siempre pensábamos hacer una 
ley de fondo, pero en esta materia “no hay leyes de fondo. Dentro 
de un año el problema se suscitará nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.-:Me da la impresión de que el artículo 4% nos 


ha agotado a todos.las posibilidades de reflexionar. Corresponde 
ría entonces pasar a considerar el artículo 5%, : 


_ Léase. 
(Se lee:) 
' E 
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"Artículo 52.- Los arrendadores que, en base a reajustes del 
precio de los arrendamientos aplicados a partir del 1% de mar 
zo de 1985 y hasta la fecha de vigencia de esta ley, hayan. 
percibido en este período sumas mayores a las que resulten del 
reajuste preceptuado en los literales A) y B) del artículo an . 
terior, reintegrarán a sus arrendatarios la diferencia,en do 
_ ce cuotas mensuales, iguales y consecutivas, cuyo importe se 
descontará. de los alquileres futuros. En ningún caso “el im- 
porte a percibir por el arrendador, incluida la deducción de 
la cuota de reintegro, será inferior al con del alquiler vi 
gente al1'28 de febrero de 1985". 
zo 


SEÑOR AGUIRRE.- Ld de la retroactividad ya a en el ar- 
tículo 42, porque a+ odificar los reajustas que se dE EA 
el 12 de MEDEO ya es retroactivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tengo entendido que el doctor Varela Méndez 
habría señalado, en un artículo aparecido en el diario "El País", 
sus dudas con respecto a la constitucionalidad de id nOrma . 


SEÑOR VARELA MENDEZ; - No, no es así. 


Hice una cita de Supervielle en. un trabajo-que $e publicó en 
la revista de, economía, que planteaba la ponderación “que debe 
existir cuando se otorga retroactividad a una norma. — Establece 
que el principio de-.no retroactividad está consagrado en el Títu' 
lo Preliminar del Código Civil como norma de derecho transitorio 
que deben respetar los Jueces, sin apartarse del creador de la 
norma sino por razones muy determinantes. Su fundamento es la se - 
guridad que requiere el orden social y la justicia que es un va 
lor primario en toáo el Derecho. Si corresponde otorgar efecto 
retroactivo a la norma y las consecuencias de ello pueden deni- 
var, es un problema a resolver» 


No he afirmado que esa norma fuera inconstitucional. 
Aprovechando que el señor Presidente me ha dado la HULE, 
voy a expresar dos dudas que tengo respecto al artículo 42.En el 
literal C), se habla -de "arrendamientos vigentes", si simnifi- 
ca en ese caso "vigente"? 
SEÑOR PRESIDENTE. - Nadie lo sabe. — 


SEÑOR VARELA MENDEZ.- Dice adenás qué Jet taportes de los de 
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leres regirán por períodos de un año. Creo que habría que acla- 
rar que se quiere que los próximos reajustes operen sobre elal 
quiler vigente con el incremento abatido y decir directamente - 
que estamos haciendo una rebaja que se va a presentar en el fu- 
turo. La redacción del artículo, que no es muy feliz --por node 
cir que es francamente desgraciada-- va a permitir decir que. si : 
esto es una norma de emergencia para un año, al año se podrá co- 
rregir todo y volver atrás. Creo que con media línea más, se po 
drían evitar distintos problemas que podrían surgir. En"lo que 
respecta al precio vigente, ¿es el que se paga? Pero si es elque 
se paga, puede obedecer al inicial más los reajustes, al ini- 
cial menos una rebaja impuesta judicialmente por incumplimiento 
de servicios accesorios, o al inicial modificado por convenio o 
por remisión. La mayor parte de los tonvenios y remisiones en 
los que he intervenido, tienen disposiciones que regulan qué va - 
a pasar al año y sobre qué se va a aplicar el ajuste. De manera 
que decir "alquiler vigente" es muy impreciso. Si es solamente 
el alquiler que emerge del recibo que pagó el arrendatario en 
febrero de 1985, vamos a tener que rastrear de dónde proviene ese 
precio pagado en febrero de 1985 para ver si en realidad es ése 
el alquiler vigente o si ha sufrido alguna variación. 


Aparte de lo ya manifestado, el problema de la retroactivi- 
dad no me merece mayores comentarios, 


SEÑOR AGUIRRE. Sobre el problema de la POELCRIVILASA, : respec 
to de este progecto y de otros, tengo una opinión' muy clara y 
terminante. Creo que todas las leyes retroactivas son: inconsti- 
tucionales, desde la primera hasta la Gltima. Dictar leyes retro 
activas, es una pésima práctica legislativa. No es por casuali-. 
dad que en el Título Preliminar del Código Civil donde están los 
grandes principios, aparece esta regla de la irretroactividad de . 
la ley. Este principio, que siempre se admite como dogma necesa. 
rio en el Derecho Penal de filosofía liberal, muchas veces se ha 
fundado en el artículo 19 de la Constitución; es decir, que es 
de filiación constitucional más que legal. Pero, en realidad,el 
artículo de la Carta Magna cuando dice que nadie será obligado 
a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella nopro 
híbe, no se refiere soiamente a la ley peral, porque hay prohi- 
biciones y mandatos del legislador que no están en la ley penal. 

Es el principio general de la libertad personal, por el cual só 
lo puede actuarse cuando la persona sabe que sus acciones están 
regidas por la ley vigente y no por una que aparecerá en el fu- 
turo, modificando las consecuencias jurídicas de conductas que 
en el momento en que se adoptaron, eran lícitas o no estabanpro 
hibidas. Esta tesis no la ha inventado el que habla. El doctor . 
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Real, en su trabajo "Principios Generales de Derecho en la Cons 
titución Uruguaya”, dice que uno de ellos es lairretroactividad 
de la ley penal, es decir, es el comentafio del artículo 72 de 
la Constitución. Al respecto expresa: "Mucho habría que decir t am 
bién sobre el principio de irretroactividad de las leyes civi- 
les, que es un lugar comén en nuestro medio considerar de rango 
meramente legislativo (artículo 7%, Código Civil) y, por ende, 
modificable por leyes. No creemos que la ley tenga absoluta dis' 
crecionalidad, fuera de la materia penal. Por el contrario, pen 
samos que del contexto y del espíritu de las normas constitucio 
nales es posible inferir soluciones más protectoras de la segu- 
ridad de los derechos subjetivos de transcendencia patrimonial 
y que no es posible afectar impunemente el patrimonio de e 
ticulares mediante el cómodo expediente de la retroactividad. 


— 


Coincidimos, una vez ie, con las enseñanzas del tratadista 
“argentino Villegas Basavilbaso, que señala como limitación a la 
NS - atribución de dictar leyes retroactivas -además de la referente O 
a las leyes penales- 'cuando se priva a un particular de. un de- 
recho incorporado a su patrimonio; en este caso el principio de 
la irretroactividad se confunde con la garantía constitucional 
de la inviolabilidad de la propiedad';y aunqueel legislador pres 
cribiera el carácter de orden público de una ley, el Juez nopo- 
_dría librarse de la limitación constitucional que ampare el de- 
recho de propiedad (artículos 22 y 38, Constitución) ”. 


> 


Seguidamente, hace una cita de Ripert, quien llega a la mis: 
ma conclusión diciendo que en Francia se ha admitido la tesis de 
la retroactividad, pues se considera equivocadamente por no ha- 
ber recurso de inconstitucionalidad, razón pez la que el legis- 0. 
ladcr puede hacer cualquier cosa. 


Posteriormente, en un trabajo muy erudito realizado por el 
“doctor Levrero -profesor adjunto de Derecho Administrativo- so- 
bre la irretroactividad de los actos administrativos, no ya de 

- las leyes, haciendo una serie de consideraciones, dice: "Tenien 
do en cuenta lo expuesto, es entonces procedente analizar si el 
principio de no retroactividad puede considerarse “incluido en 
las jarantías a que hace referencia el artículo 72 de la Consti 
tución o resulta un corolario ineludible de algunos de los prin 
cipios consagrados a texto expreso de aquéllas". Se refiere al 
artículo 10 “que mencioné y no lo voy a reíterar- y expresa que 
es un corolario de los principios de legalidad y libertad. Dice 
así: "Obsérvese cómo el texto transcripto consagra el pripcipio 

, : de legalidad en cuanto el mismo constituye una garantía de la 
; " libertad de los individuos. De acuerdo al mismo, todo lo que no 
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está prohibido, está permitido, y no es posible exigir una ac- 
ción o una omisión de los particulares si no existe ley que así 
lo imponga. Pero -como lo señala Rouvier- ¿qué ley? ¿La vigente 
en el día en que tuvo lugar la acción o la omisión o la que pue 
da dictarse en el futuro? Literalmente, el principio no lodice. 
Pero de acuerdo a sus orígenes y finalidad (que se relacionan es 
trictamente con la ideología jusnaturalista,' que recoge nuestra 
Constitución en su artículo 72) debe entenderse que se trata de 
la norma iia a los hechos”, 


Finalmente, en un Capítulo de conclusiones dice: "En la me-' 

- dida en que la regla de no retroactividad constituye: lagarantía 
mínima de la seguridad de los individuos -o sea, en cuanto cons y 
tituye un corolario de los principios de libertad y legalidad- 
la misma debe considerarse en nuestro derecho' como íiíntegrandoel 
ordenamiento constitucional, imponiéndose por lo tanto, a todas 
las manifestaciones'de la actuación administrativa" + Y, por con 
siguiente, legislativas. 
No he hecho estas referencias por estas A doc 
trinarias demasiado profundas que puedan parecer que se evaden 
del marco de lo que estamos tratando. Pero en la medida en que 
esta ley contiene: claras disposiciones retroactivas, y que inclu 
so en la versión taquigráfica del debate realizado en la Cámara: 
de Representantes se encuentra que en la fundamentación del ar- 


¡tículo 5% -es decir en cuanto a que los reajustes se aplican a _ 


partir del 1% de marzo y se establece lá obligación de reinte- 
grar lo ya percibido- se discutió si ia retroactividad debfaser. 
desde el 12 de enero o antes de esa fecha, significa que no hay. 
dudas con respecto a que esta ley se quiso hacer retroactiva y 
eso, como principio de técnica legislativa, es pésimo. Si quere 
mos legislar con seriedad, no podemos sentar el precedente de 
_'que para amparar determinados derechos e intereses legítimos,san 


“scionemos leyes. retroactivas con la lesión de intereses que tie- 


nen la misma legitimidad que los otros. 


SEÑOR PRESIDENTE .- No estoy seguro de que todos los casos de re 


troactividad sean inconstitucionales. Lo que acaba de expresar 
el doctor Jacobo es en qué medida la retroactividad lesiona los 


derechos del inquilinos y 


SEÑOR AGUIRRE.- En la medida en que tias con el artículo 10 de 
la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.”- De lo que no cabe duda, es que como técnica 
legislativa, esta retroactividad, teniendo en cuenta la exten-. 


+ 
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* sión que otorga, es inconstitucional. 


En consideración el artículo e Este artículo me llama po- 
derosamente la atención. > 


SEÑOR TOURNE (Yamandú).- Los arrendamientos anteriores, no obs- 

e tante los acrecimientos, no implican una mayor afectación patri 
monial al inquilino. Esa es la única explicación que le doy. Los. 
alquileres efectuados en. los años 1974, 1975 y 1976, no son de 

mayor amplitud. : 


SEÑOR. PRESIDENTE. - El artículo dice algo más que eso. Es cierto” 
Ñ . lo que expresa el señor Tourné y el que habla también lo ha consi * 
derado asi,como posible interpretación lógica de-las normas pro- 
Y yectadas. Sin embargo, este artículo dice que no es la ley la 
E que no se aplica, sino el Capítulo I «referido a los afrendata- 
rios buenos pagadores. Es decir que los malos pagadores que ha- 
yan contratado con anterioridad al Decreto-Ley N% 14.219, están 
amparados en el resto del proyecto, cosa que, desde mi punto de 
vista, no tiene ningún sentido. Me pregunto qué sentido tiene 
que el mal pagador que celebró el contratn antes de este Decre- 
to-Ley está amparado y el arrendatario buen pagador no lo esté; 
no lo entiendo. 


SEÑOR TOURNE (Yamand6) . - Lo A de los precios y sus a 
caciones. | pa 


SEÑOR, PRESIDENTE. - St, por apuesto pero los benefícia de la le 
clausura del procedimiento y del resto y 98 las disposiciones que 
aquí se establecen. > 


SEÑOR JACOBO. - Cabe suponer que lo que quiso decir el legislador 
de la Cámára de Representantes es que el arrendatario, no tanto o 
con respecto a que sean menores en el quantum de sus precios,si » 
no que los que se produjeron antes de 1974 tienen derecho a la 
rebaja, mientras que los posteriores no la tienen. Es evidente 
que este capítulo no-regirá para los que tienen derecho a la re 
baja adecuada a sus ingresos. 


SEÑOR AGUIRRE.- Si los colegas de la Cámara de Representantes hy 
bieran pensado que la rebaja de los alquileres es aplicable ato 
dos los contratos, no habrían hecho toda esta escala, porque el 
problema se solucionaba, simplemente, con larebaja del alquiler. 


SEÑOR JACOBO.- No sé por_qué se deja*fuera a este tipo de inquí- 

- — 1in06 que contrataron durante.el año 1974. De acuerdo al Código 

— Civil “reformado por la ley del año 1927- el contrato del arren 
3.  datario caduca a los quince años. Vale decir que desde elaño 1971 
A a la fecha, aún no han transcurrido once años, O sea, que deja- 

ron fuera a todos los inquilinos que hicieron contratos por más 

T— de once años, que no son muchos, pero tampoco se puede deci r.que 

son pocos. y 


-—— SEÑOR PRESIDENTE, - SÉ que es así, parque canazco persanalmente .algunos 
z : casos. A » á Ñ ' R 


O 
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SEÑOR ORTIZ.- En este artículo se emplea la expresión “malos | 

pagadores" a que me refería anteriormente; en cambio, en el ar i 
tículo 15 se habla de "morosos pagadores". . 


SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- Mal pagador es él que, una vez 
intimado, no ha pagado en los diez días subsiguientes. Si una 
persona no paga durante un año, no se le considera mal pagador 
hasta que haya sido intimado y haya caído en mora. En la arti- 
culación procesal no basta con no pagar; eso puede considerar- 
se un problema de omisión contumacial. Por ejemplo, si no pago' 
lo que debo durante dos años y el acreedor no me intima el pa- 
go, jurídicamente no soy mal Pan soy mal pagador cuando se 
me intima y no pago. : 3 j ES 

SEÑOR PRESIDENTE,- Aunque estas expresiones pueden ser inco- 
rrectas,: ya tienen personalidad propia. ' 


SEÑOR ORTIZ.- Entonces, ¿por qué. no utilizamos esa expresión 
en todo "ei articulado? : 


SEÑOR JACOBO.- Quiero destacar que, a mi juicio, lo dispuesto 
en los artículos 6% y 7% de este proyecto de ley no alcanza a 
los subarrendatarios. Entonces, vuelvo a lo que manifesté en 
mi exposición inicial. Como estamos ante un proyecto de ley de 
emergencia excepcional --que, por lo tanto, puede ser suscepti 
ble en una interpretación estricta--, al no estar comprendidos 
los subarrendatarios, no les alcanzará .la ProbeSadón que se dis 
pone por estos artículos. 


; 
A 


Por cohsiguiente, creo que sería conveniente que « en todos 
esos artículos se incluyera al subarrendatario cuando se ha- 
bla del arrendatario o al contrato de subarrendamiento cuando 
se menciona al contrato de arrendamiento. ' 


» 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se incluiría también al cesionario de un 
arrendamiento? 6 


SEÑOR JACOBO.- En tanto que una persona es ERE AA se con- 
vierte en A. E : 
' Es 

_ El cesionario es eBifitcio como tal ante el cedente, pero 
una vez que se perfecciona la cesión de arrendamiento, se con- +. 
vierte en arrendatario. : 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero por ejemplo en el caso de contratos de 
industria y comercio, la cesión de contrato tiene un preceden- : 
te especial y es la coiiúucta habitual que siguen los arrenda- 
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tarios ya que generalmente no terminan su contrato sino que lo 
transfieren. En la medida en que el monto del alquiler pueda 
tener importancia desde el punto de vista social, no creo que. 
este problema revista la misma gravedad y trascendencia para 
aquel que contrató hace 4 años porque si a esa persona le re- 
sulta muy gravoso pagar el alquiler, simplemente cede el con- 
trato. El que lo sucede en la relación arrendaticia sabe per- 
fectamente lo que importa el precio del arrendamiento en sus 
costos Operativos. 


Por consiguiente, si se mantiene la'idea de privilegiar 
también a: los arrendamientos de industria y comercio y úe otros 
destinos, no sá qué sentido podría tener el incluir a los ce- 
sionarios de arrendamientos, teniendo presente la realidad ac 
tual. 


“SEÑOR JACOBO.- ER sl caso de industria y comercio, el promiten 
te comprador tiene un plazo de 12 meses para realizar la ce- 
sión de arrendamiento. Al respecto, existe una disposición que 
establece que en caso de que la enajenación estuviera precedi- 
da de la celebración de un compromiso de compraventa con la en 
. trega de la tenencia o posesión, se reputará lícita la ocupa- 
ción de un local por el promitente comprador por un término 
máximo de 12 meses dentro del cual deberán satisfacerse los 
intereses fiscales y de previsión social. : 


-ES decir que no obstante no haberse perfeccionado la cesión 
s de arrendamiento, la ocupación es lícita. Por otra parte, el ce 
sionario no se convirtió en tal sino que sigue siendo aspiran- 


a: te a cesionario, mientras que el arrendatario se va a ver bene 
ñ ficiado. , - : : 9 
o SEÑOR VARELA.- El artículo 7% presenta múltiples problemas. 


En primer -lugar, en el inciso primero se otorga un plazo 
de 60 días para operar la clausura. Como se trata de un plazo 
en el que se va a realizar un acto de proceso, es procesal . y, 
“en consecuencia, se suspende por las ferias judiciales y even- 
tualmente, por los paros que operen en el Poder Judicial, de 

o acuerdo con'una ley que se ha promulgado recientemente. Este, 
plazo nos parece excesivo, sobre todo porque va a suspender 
los derechos de juicio de desalojo al mal pagador. Si se apro- 1 
bara este artículo 72 por el que se da un plazo de 60 días al 
mal pagador para que opte por la clausura, durante ese periodo 
el expediente queda detenido. . 


SEÑOR. PRESIDENTE. - Eso es lo “que, en la práctica, va a suceder 
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en todos los juzgados. 


SEÑOR VARELA.- Entonces, se clausura el juicio y se va contra 
la eventual cosa juzgada que haya tenido incidencia en el caso. 
Además, se abaten las prestaciones que debe pagar --aparte de 
los alquileres adeudados-- a un 15% por concepto de única  in- 
demnización al actor por intéreses y demás gastos causídicos. 


> 


Con respecto a esta expresión "intereses y demás gastos 


causídicos" debo decir que al utilizarse la conjunción ”y a 
recería que los interesés fueran parte de los gastos. e 
.cos cuando, en realidad, integran --junto con el reajuste-- la 
suma adeudada. Los gastos causídicos son los que se originan 
en el proceso. 


Por otra parte, un beneficio del 15% puede resultar poco. . 


para ser excepcional. El mínimo arancelario es un sueldo míni- 
mo nacional y sobre ello hay que calcular la vigésima * parte, 
es decir, un 5%. Teniendo en cuenta las demás erogaciones que 


se Originan,. no sé si el 15% podrá compensar los gastos en si- 


MoTRanSS de alquileres bajos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Este aspecto ya fue observado cuando" reci- 
bimos a representantes del Colegio de Abogados. 


SEÑOR VARELA.-- El inciso segundo del artículo 72 establece, que 
la clausura se dispondrá sin más trámite. 


Entre los principios procesales incide el de bilateralidad, 
de contradicción, que es una emanación del principio de igual- 


dad de los particulares ante la ley, que se origina en el ar-. 


tículo 82 de la Constitución. En este artículo 7% se está cer- 
cenando ese derecho al establecer que la clausura se dispondrá 


sin más trámite. Es decir que el juez, frente al pedido de clau 


sura, no oye al, ALLABCADO: antes de dictarla. 


SEÑOR BATALLA. - Creo que esto proviene de una disposición de 


1927., 


oh. VARELA.- En esa época no existía la clausura sino la re- 
forma y ésta se disponía con citación contraria. La doctrina 
discutía si la citación era la establecida en el artículo 206 


o si se trataba de una notificación con audiencia y con poste- 


rior resolución. Desde'1927 en adelante, en lo que se refiere 
a la reforma, no existe recurso contra la providencia que «la 
decreta. oa : 
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En un trabajo que realicé sobre la clausura, entendí que | 
correspondía que existiera una vía impugnativa posterior por ; 
cuanto el trámite de la clausura es un incidente que exorbita 
el marco normal del juicio de desaloja y que, además, renace el i 
principio de la doble instancia propió de nuestro ordenamiento  - ¡ 
procesal. 


Considero que debería sustanciarse la clausura porque ella 
no ocasiona perjuicios sino, al contrario, el hecho de oír a. 
la contraparte proporciona beneficios. Pienso que podría inser 
tarse una norma que estableciera que el juez. fallará por expe- ” 
dienté --como en el caso de la reforma”-- y.de ese modo, se res- 
tringiría eventualmente “la apelación. 


SEÑOR ABELLA! - Entiendo que la sustanciación a que hace refe- 
rencia el doctor Varela es conveniente para obtener la clausu- 
ra del juicio mediante el pago de los intereses adeudados y 
demás prestaciones que correspondan. El juéz no puede apreciar 
esas demás prestaciones que corresponden a fin de disponer la 
clausura sin más trámite ya que no las conoce. 


Si el inquilino: se presenta con el recibo de pago por todo 
concepto de.arrendamiento, nó hay problemas; pero habitualmen- 
te, el juez no puede apreciar si se han pagado todas las pres- 
tav.ones correspondientes. Para ello es necesario oír a la con. 
traparte. . e 
SEÑOR JACOBO.- Comparto lo que acaba de manifestar el doctor Va 
rela en el sentido de suprimir el vocabio "demás". De esa for- 
ma quedaría "intereses y gastos causídicos" 5 


.- Por Otra parte, también considero exiguo el eaterso da 
15%, pero eso será analizado cuando consideremos el inciso ter 
cero de este artículo. Además, donde dice “pago” pienso que de 
bería decirse "pago o consignación". 


SEÑOR ABELLA.- Considero que los gastos causídicos --entre los 
que puede entenderse que están comprendidos los costos, es decir, 
los honorarios del letrado patrocinante-- no van a estar cu- 
biertos por este 15%, sobre todo en los casos en que la deuda 
sea de un costo reducido: 


Esto tiene que quedar de porque no puede enervar el de- 
recho que tienen los abogados a cobrar los honorarios. Es un 
problema que se sustanciaría con su cliente, que en este caso 

_€es el actor. El texto pone más en evidencia la injusticia - de 
esta norma respecto del actor... j ) S 
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SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- El derecho a cobrar por parte del 
abogado no está discutido. Es el, derecho del pago por el inqui 
lino que es distinto. Esto no descartaría el derecho del aboga 
do de reclamar a su propio cliente, [porque éste es el que debe 
pagar. Si fue el incumplimiento en el pago del inquilino lo que 
movió el proceso, pienso que es justo que él soporte las conse 
cuencias gravosas del proceso como ser por ejemplo los honora- 
rios. Las cifras fijas tienen una punta de injusticia enel sen 
tido de que nunca son adecuadas a la realización, porque si se 
intiman dos alquileres de N$ 30.000 cada uno, no:es lo mismo 
que intimar dos alquileres de N$ 500 cada uno. Pero tienen la 
facilidad, de una manera contundente, gráfica e inmediata, de 
saber qué es lo que tiene que abonar el inquilino. 


SEÑOR AGUIRRE.- Es notorio que en. el Decreto-Ley N* 14.219 
--Ccreo que es el artículo 51 que admite la clausura de los pro 
cedimientos-- no hay sentencia dentro del plazo para oponer 
excepciones. Repito que no hay sentencia ejecutoriada pero po- 


“ne el (60%. 


Quiere decir que esta norma permite al inquilino obtener la 
clausura de los procedimientos dentro del plazo para oponer 
excepciones, y vencido ese plazo, rebaja la cifra que había 'que 
pagar conjuntamente con todo lo adeudado, del 60% al 15%. Pero 


además dispone la clausura de los juicios ejecutivos, que na- 


turalmente pueden estar sustanciándose en forma simultánea. Por 
lo tanto, es obvio que el juicio ejecutivo se tiene que clausu 
rar si se admite que se va a pagar. 


'Si se cancela la obligación, la ejecución no puede prose- 
guir. Quiere decir que se devengan gastos causídicos y honora- 
rios mucho mayores, porque ya no se está admitiendo sólo el jui 
cio de desalojo, sino también se procede de la misma forma en 
los juicios eeuEDNOS por cobro de alquileres. . 


Por consiguiente la lesión al actor es doble. Porque si al 
«ítor no se le clausuran los procedimientos se va a obtener la 


disponibilidad de la finca y cobrar a través del juicio ejecu- 
tivo, aunque, como bien lo sabemos no siempre se cobra a. tra- 
vés de ese juicio. , 


De toda forma la posibilidad de cobrarlo por esa vía exis- 


te y para algo se inicia el juicio. Pero aquí le clausuran to- 


do y por los gastos devengados como única compensación le dan 
el 15% que, en la enorme mayoría de los casos va a resultar to 
talmente insuficiente. y 7 ; 


Gh 


SEÑOR ORTIZ.- Sobre todo si se tiene en cuenta que comprende 6 
los juicios iniciados por los fiadores que también tienen sus 
gastos... 

SEÑOR AGUIRRE.- Si se admite que la persona pagó, el juicio con 
tra el fiador no va a poder seguir, porque no puede cobrar dos 
veces. 


SEÑOR JACOBO.» Existen una cantidad de rubros: honorarios pro- 
fesionales; comisión de rematadores; gastos de depósitos Cuan. 
do hay secuestro; tasaciones; publicaciones. Es decir que hay 
una cantidad innumerable de rubros que este 15% no los va a cu 
brir. a 


SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- Eso sin eto del derecho del 
actor de concretar los diversos rubros, para obtener los reem- 
bolsos correspondientes. Eso sería lo justo. O sea que para de 
tener el proceso, es suficiente el 15%, pero sin perjuicio de 
que el actor pueda hacer valer su derecho. : 


SEÑOR VARELA. El beneficio de la clausura se otorga también a 
quienes opten pagar en. cuotas. Dejo planteado el problema: de 
que, a mi juicio, los alquileres adeudados se tienen que acla- 
rar "con más E según Decreto-Ley N2 14.500”. 


El problemá del pago en cuotas plantea la alud de que 
en muchos aspectos este régimen de financiación va. a ser muy 
extenso, porque el 20% del monto del alquiler mensuál va a ser 
lo que se va a imputar a la suma adeudada. Si entendemos que 


esa suma se va a seguir reajustando, paulatinamente, hasta que . 


termine de ser cancelada, no sabemos aa cuánto va aascender esa 
suma, pero los períodos van a ser muy extensos. Aquí dice ex- 
presamente que el juicio quedará en suspenso y: se clausurará 
cuando se cancele la última cuota.: Y en el caso de  atrasarse 
dos meses en el pago del alquiler y de la cuota, caducará este 
beneficio. y el arrendador podrá continuar el juicio de desalo- 
jo. Parecería que el atraso de dos meses es excesivo en aten- 
ción a la medida excepcional que se otorga. - 


Además, tendría que establecerse que ese atraso de dos me- 
-ses -"a los efectos de que se opere la continuación del juicio 
de desalojo-- bastaría con la manifestación del : arrendador y 
que el arrendatario probara con los recibos que recibió al día. 
De lo contrario corremos el riesgo de que se considere que el 
atraso de dos meses va á requerir intimación de pago y cuando 
se verifique lá mora va a Operar la prosacución del juicio de 

desalojo. i 
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El último inciso habría que eliminarlo, porque excluye de 
estos beneficios a los inquilinos con garantía úe la Contaduría 
General de la Nación. Tal parece que cuanto más se acerca la 


afectación patrimonial a Rentas Generales, es menor la protec- , 


ción; y cuanto más se aleja y se acerca al administrado indivi 
dual la protección puede ser mayor. No parece justo que el Es- 
tado procure un beneficio excesivo para su patrimonidg cuando 
no lo otorga para los patrimonios de sus administrados. 


SEÑOR JACOBO.-: En primer lugar pienso que el plazo de dos me- 
sés es excesivo. Estoy de acuerdo en que no se necesita inti- 
mación ¡pero en desacuerdo a situaciones que se dan en la préc- 


“tica de que si se reduce el plazo dé dos meses, en definitiva 


se va a reducir a un mes. 


Existe el caso de arrendadores que no le cobran al 'inquili 


no ex-profeso, para poder intimarles el pago diciéndoles . que. 


está en jurídica. Si a estos arrendadores les reducimos el pla 
zo a un mes, normalmente ocurre que con la no presencia del 
arrendador --ya sea en el domicilio del inquilino a cobrar o en 
su propio domicilio--, se estaría frustrando el sentido de la 
disposición. : 


Con un plazo de dos meses el inquilino puede --en el caso 


de que se le niege el cobro a fin de mes-- acudir a la vía ju- 
dicial a fin de cobrar el alquiler. Creo que el artículo 32 no 


tiene esa relevancia, ya que confiere la posibilidad de pagar - -: 


en cuotas con el 30%. 


E Voy a poner un solo ejemplo: ba un alquiler de N$ 5. 000 
mensuales, el inquilino adeuda ocho meses de alquiler, vale de 
cir, que debe N$.  40,000.,. Con el 304 va a deber 


N$.52.000. Como paga en. cuotas equivalentes al 20%. 


del alquiler va a pagar 52 cuotas de N$ 1.000. Eso no alcanza 
seguramente, para pagar no el interés contractual, sino el in- 
terés legal. Porque ese interés legal en 52 cuotas, . equival- 
dría al 52% que es el 1% mensual. 4 E 


Además ---siempre me estoy refiriendo al Decreto-ley N214.219-- 
se advierte que es ridículo que en un contrato que normalmente 
dura 48 meses o algo más, un individuo tente la posibilidad de 
pagar en 52 meses. Máxime, cuando el contrató ya está en ejecu 
ción. 


4 -. ce Ñ 
En consecuencia no entiendo esta norma, porque no coincide 
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con la filosofía de la Ley N*% 14.219, que nunca compartí ni la 
compart iré. 


SEÑOR AGUIRRE.- Lo que dice el doctor Jacobo me: parece de toda 
evidencia. 


En la práctica profesional hemos visto muchas veces que re 4 
cién a los tres meses de realizada la intimación empieza el jui 
cio, y lo normal es que se llegué a la etapa del lanzamiento a 
los nueve o diez meses o al año. 0% : 


Supongamos el caso de una persona a la que se le intiman 
, tres meses de N$ 4.000 --en total N$ 12.000-- más cuatro meses 
con reajuste, que de acuerdo a la norma actual podría ser del 
¿ 50%, lo que nos daría una suma de N$ 24.000 y un total de 
: -N$ 36.000. Si a esto le agregamos un 30%, más algún gasto que 
á el individuo pueda tener, llegaremos a una Cifra de aproximada 
: mente N$ 48.000. El 20% del alquiler vigente --N$ 6.000-- nos 0) 
da un importe de N$ 1.200, que deberá pagar durante cuarenta 
meses. Aunque se entendiera que debe aplicarse el reajuste de 
> la Ley N* 14.500, con un interés del 6% anual, el hecho es que 
. el arrendador deberá esperar cuarenta meses para cobrar lo que 
le adeudaban. Eso es algo completamente irracional. Pienso que 
quienes redactaron la norma no tuvieron-en cuenta les hipótesis 
prácticas de lo que podría suceder. 


2 E * 
> 


SEÑOR JACOBO.- Por otra parte, estoy seguro de que vampeco con 
sideraron el. interés moratorio que pudo haber sido pactado en-  . 
. tre los contratantes. Si. existe un interés moratorio del 4% men + . O - 
| sual --cifra bénigna, pues puede llegar a.ser de un 7%, 8% O 
: - igualar el máximo--, con el 30% creo que no se paga el interés 
de ese capital. E e 


SEÑOR AGUIRRE.- En el orden técnico-jurídico --al que hoy alu- 
día el señor Varela Ménde2-- creo que es incorrecto que el in- 
ciso tercero establezca "igual beneficio", porque en la prime- ' 
ra hipótesis la clausura de los procedimientos es preceptiva, 
en cambio, en la otra, no es clausura sino suspensión, sujeta, 
además, a una condicionante. . 


SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- No tiene plazo de caducidad. 


” SEÑOR AGUIRRE.- No podemos hablar de igual haneficio. 


SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- Además, no se posa dtapoñer la 
clausura sin más trámite, hasta el pago total. 
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SEÑOR AGUIRRE.-- Esa es otra cosa que no está prevista. 


La opción que da el inciso tercero dentro del mismo plazo, 
- ¿ante quién se plantea? ¿por qué medios? En_otros artículos se 
habla, por ejemplo, de telegramas colacionados. 


SEÑOR BATALLA.-_No puede haber otro mecanismo más que dentro 
del juicio de desalojo. j 


SEÑOR AGUIRRE.-- ¿Qué ocurre si la persona vuelve a atrasarse en 
un mes o dos? ¿Sigue el juicio? ¿Desaparece el AAA TACALgOr 
Eso no está dicho, pero parecería que es así. 


SEÑOR BATALLA.- O sea, si se da la situación que establece el 
parágrafo 4*.. 


SEÑOR AGUIRRE.- Exactamente. Se revierte la situación; sigue el 
juicio; la persona empieza a pagar cuotas; luego sé atrasa... 


SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- Se dice que el juicio continúa, pe. 


ro no se habla del cobro ejecutivo. Personalmente pienso aus 


quoderta suspendido y no clausurado. 
E 


SEÑOR AGUIRRE.- Como decía el doctor Varela Méndez, creo que es. 


te artículo traerá infinidad de problemas. Arrastrar una deuda 
de cuatro o cinco años da una posibilidad muy grande de generar 
litigios a largo' plazo. Asumiendo las funciones del Presidente 
mientras él no esté presente, creo que deberíamos pasar ai ar- 
tículo 82, 


SEÑOR VARELA MENDEZ.- Este artículo parece partir dei supuesto 
de que el reajuste operado a partir del 1*2 de enero de 1985 no 
ha sido pagado y el arrendador no promovió juicio; si lo hubie 
. ra promovido; ¿cómo funcionaría? Tendría que irse a la clausu- 
ra; estaríamos en el supuesto del artículo anterior, OU sea, 
afectando la autoridad del Poder Judicial para resolver en es- 
tas cosas. Da la impresión de que se entiende que no existía 
juicio porque:establece la forma de opción mediante comunica- 
ción al arrendador por acta notarial, telegrama colacionado u 
otro medio fehaciente. Pienso que donde habla de los 30 días co 
rridos siguientes al de la fecha de entrada en vigencia de la 
ley, quedaría mejor redactado de la misma forma en que se esta 
blecen todos los plazos en este proyecto, o sea, diciendo: A 
partir del siguiente al de la fecha de vigencia de la ley". De 
esta forma se unifica lo que es el:régimen general de cómputos 
- de plazos procesales. Las críticas realizadas a los incisos ter 
cero y cuarto del -artículo anterior podrían extenderse a Éste. 
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SEÑOR AGUIRRE.-- Esa es otra cosa que no está prevista. 


La opción que da el inciso tercero dentro del mismo plazo, 
¿ante quién se plantea? ¿por qué medios? En otros artículos se 
habla, por ejemplo, de telegramas colacionados. 


SEÑOR BATALLA.- Nó puede haber otro mecanismo más que dentro 
del juicio de desalojo. 


SEÑOR AGUIRRE. -- ¿Qué ocurre si la persona vuelve a atrasarse en 
un mes o dos? ¿Sigue el juicio? ¿Desaparece el 308 del recargo? 
Eso no está dicho,. pero pare=arta que es Sil 


SEÑOR BATALLA.-- O sea, si se da la situación que establece el 
parágrafo 42, 


SEÑOR AGUIRRE.-- Exactamente. Se revierte la situación; sigue el 
juicio; la persona empieza a pagar cuotas; luego se atrasa... 


SEÑOR TOURNE (Dn. Yamandú).- Se dice que el juicio continúa, pe 
ro no se habla del cobro ejecutivo. Personalmente pienso que 
quedaría suspendido y no clausurado. 


SEÑOR AGUIRRE.- Como decía el doctor Varela Méndez, creo que es 
te artículo traerá infinidad de problemas. Arrastrar una deuda 
de cuatro o cinco años da una posibilidad my grande de generar 
litigios a largo plazo. Asumiendo las funciones del Presidente 
mientras él no esté presente, creo que deberíamos pasar ai ar- 
tículo 8%, 


SEÑOR VARELA MENDEZ.- Sto artículo parece partir del supuesto 
de que el reajuste operado a partir del 12 de enero de 1985 no 
ha sido pagado y el arrendador no promovió juicio; si lo hubie 
ra promovido, ¿cómo funcionaría? Tendría que irse a la clausu- 
ra; estaríamos en el supuesto del artículo anterior, o sea, 
afectando la autoridad del Poder Judicial para resolver en es- 
tas cosas. Da la impresión de que se entiende que no existía 
juicio porque establece la forma de opción mediante comunica- 
ción al arrendador por. acta notarial, telegrama colacionado u 
otro medio fehaciente. Pienso que donde habla de los 30 días co 
rridos siguientes al de la fecha de entrada en vigencia de la 
ley, ¡(quedaría mejor redactado de la misma forma en que se esta 
blecen todos los plazos en este proyecto, o sea, diciendo: - "A 
partir del siguiente al de la fecha de vigencia de la ley". De 
esta forma se unifica lo que es el régimen general de cómputos 
de plazos procesales. Las críticas realizadas a los incisos ter 
cero y cuarto del artículo anterior podrían extenderse a éste. 
4 ¿ 
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Aquí el legislador incursiona demasiado en la' utilización 
del telegrama colacionado como forma de comunicación.Este tiro de telegra 
ma podría ser fehaciente, pero con 6l se han planteado distin= - 
tos problemas -—que se han debido estudiar - con relación a la 
promulgación del Decreto-Ley N* 14.701, de Títulos Valores,que 
establece el telegrama colacionado, como medida inicial nábil 
para configurar la preparación del juicio ejecutivo en materia 
de vales y conformes. El telegrama colacionado lo cursa la Di- 
rección Nacional de Telecomunicaciones,' pero no notifica, si 
cuando concurre el sujeto no está, se niega a firmar, o la fin 
ca está cerrada. Por otra parte, fuera del radio urbano, el te 
legrama se entrega como si fuera una carta y a los seis meses 
se destruyen todos los antecedentes. 


Por todo lo expuesto, debo expresar que con el Edagaos 
lacionado debemos téner mucho cuidado. Los medios normalmente 
utilizados para las notificaciones AC son: el acta no- 
tarial u otro medio fehaciente. 


SEÑOR JACOBO.- Respecto a lo que acaba de manifestar el doctor 
Varela Méndez con relación al telegrama colacionado, no compar 
to que pueda ser fehaciente, porque este vocablo significa que 
"uace fe" y el telegrama colaciónado no puede hacerla. Por lo 
tanto, descarto totalmente el carácter de fehaciente del tele- 
o» grama colacionado. 
SEÑOR TOURNE.- En la Apertacón ínictal se hablaba de telegra 
ma colacionado o acta notarial; no significa que el telegrama 
colacionada sea un medio fehaciente, pero se ha impuesto en el ' 
Decreto-Ley de Títulos Valores y para los ¡problemas SAND 


El Colegio de Abogados hizo notar que existían otros me - 
dios como, por ejemplo, la notificación judicial. Por lo tanto, 
quedó redactado "telegrama colacionado, acta notarial u otrome 
dio fehaciente". Esto podría corregirse estableciendo "telegra 
ma colacionado u otros medios fehacientes". Creo que la conjun 
ción disyuntiva "u”" no quiere decir'que el telegrama colaciona 
do sea fehaciente. Por otra parte, esa ley no podía pronun » 
ciarse sobre la naturaleza de los mencionados telegramas. 


e —. 

El origen de la expresión "acta notaria]. o telegrama cola- 
cionado", está en el proyecto inicial de laCámara de Diputados, 
donde sólo se preveían dos medios de comunicación: el acta no- 
tarial y telegrama notarial. Se expusieron las dificultades del 
telegrama colacionado -que ya han sido mencionadas aquí - y. 
también el problema del acta notarial que no puede hacerse si 
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no está la persona y que, además, es sumamente onerosa. Por 


eso se buscó otro medio. Por ejemplo, que el inquilino puede 
llevarle al propietario un escrito con su opción; si éste le 
firma un duplicado, pienso que es un medio fehaciente; noesau 
téntico porque, para ello, se requiere el reconocimiento de fir 
ma por parte de escribano público. Pienso que no debemos cerrar 
el camino porque es una dificultad o carga para el inquilino. 


Creo que, desde el punto de "vista técnico Aeberkn decir: te 


legrama colacionado u otros medios fehacientes. 


SEÑOR ORTIZ.- Podría decirse: "Por ácta notarial u otro medio 
feñaciente y por telegrama colactonsdo”. 


SEÑOR AGUIRRE.- Estudiando primarizuente la ley, entre las sl - 
servaciones que me merecía se encuentra ésta de la indefini - 
ción de qué son medios fehacientes. Porque -como bien ha seña 
lado aquí el doctor Jacobo - en realidad, el telegrama cola - 
cionado, en puridad jurídica, no es un medio fehaciente. Enton 
ces, ¿qué es lo que ocurre? ¿Puede haber otro medio fehacien= 
te? Se pueden imaginar distintas posibilidades de formular la. 
opción y notificarla. Por lo que va a venir el problema judi - 
cial de si se nizo por un medio fehaciente o no. Lo que hay que 
establecer es decir cómo se puede hacer y no poner una expre - 
sión anfibológica, que da lugar a una gama de posibilidades que 
unas pueden considerarse idóneas y, Obras no. Por consiguiente, 
creo que lo que*hay que hacer es sacar "medios fehacientes” y 
quizás, sacar también "telegrama colacionado", por las observa 
ciones que se han efectuado, si es que en definitiva vamos a 
mantener este artículo. : 


Estos medios establecida UÓ una carga para la perso 


na gue va a utilizar o hacer usufructo de un beneficio excep - 


cional que le da la ley; si el acta notarial le genera un gas” 
to, que no utilice el medio o de lo contrario que lo realice 
por medio de notificación judicial, que es el más seguro. Creo 
que con establecer "por acta notarial o notificación judicial", 
se solucionarían todos los problemas. 


SEÑOR JACOBO.- El telegrama colacionado no es un medio oneroso. 


SEÑOR TOURNE.- Los inquilinos van a acudir dos días antes del 
vencimiento del plazo -- para: precisarlo mejor, cinco días, de 
acuerdo a las mejores tradiciones nacionales -, por lo que se 
abandonarán la notificación “judicial -—porque ese trámite va a 
demorar más de cinco días, entre idas y venidas -» y además,el 
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acta notarial tiene su costo porquesnecesita de un escribano 
que le haga los trámites. Pienso, por lo tanto, que no hay que 
prescindir del telegrama colacionado; no lo considero conve - 
niente. Digo más, en la Ley de Títulos Valores, casi nadie lla 
ma a reconocimiento de firma, y en el 99% de los casos se recu 
rre a telegrama colacionado. La experiencia demuestra que este 
medio es útil y bastante adecuado. Le llega al ALBO una, 
copia con la fecha en que fue entregado. 


Si se envía un telegrama colacionado y no se puede entre- 
gar porque no se encontraba el arrendador ya sea porque el domi 
- cilio estaba cerrado o, porque no vivía más enesa dirección por. 
tratarse de un domicilio especial, acudo a otro medio, pero no 
obliterar el telegrama colacionado, que es un medio que en los 
hechos “sin perjuicio o reparos teóricos - ha funcionado bien. 
Es un medio expeditivo. Considero que no se debería dejar de la 
do. 


SEÑOR BATALLA.-.Estoy de acuerdo. 


Creo que el concepto de medio fehaciente no es la primera 
vez que se utiliza en leyes de alquileres. 


SEÑOR JACOBO.- Está establecido también en el artículo 20 «del 
proyecto, referido a la decisión legal. . : 


SEÑOR TOURNE.- Entonces, el inquilino va a evaluar, 


Si el expediente no puede seguir su curso normal, porque le 
avisan al inquilino que el telegrama colacionado no se pudo en- 
tregar, que no se localizó al arrendador o que no lo quiso re- 
cibir, se verá cómo se resuelve. Pero, descartar este medio del 
telegrama colacionado, que se puede tramitar en el día, no lo 
considero conveniente. De lo contrario había que recurrir elac 
ta notarial, que tiene su costo. 


SEÑOR JACOBO.” Me quiero referir a la última alusión que habla 
de las prestaciones accesorias. Tanto el intiso tercero del ar 
tículo 72, como este artículo 8%, confieren la posibilidad de 
pagar en cuotas dichas prestaciones accesorias. Entiendo que 
aquí se establece una nueva carga para el propietario; una car 
ga imprevisible, porque los servicios accesorios, los consumos 
generales, y los gastos comunes, tiene que afrontarlos el pro- 
pietario al contado, mientras que el inquilino lo puede pagar 
en cuotas mensuales. ¿Qué ocurre? Hay un reglamento de co-pro- 
piedad que antabiece la mora automática en el pago de las obli 
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gaciones y que a partir de ella establece un interés, que es de 
un 5% o 6% mensual. Entonces, mientras el propietario está en- 
frentando el pago de las cuotas por esos conceptos, el inquili 
no le paga en cuotas consecutivas sin intereses y equivalentes 
al 20% del monto del alquiler. Quiere decir, que muchas veces 
estos conceptos de prestaciones accesorias se acercan o pue- 
den superar aun el monto del alquiler. De esta forma el propie 
tario o arrendador va a cobrar un dinero que le representaxí un 
valor menor que si lo hubiera percibido al contado; esto va en 
detrimento de su interés. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Sugiero a los nicnbros de la Comisión 581 - 
tear todo lo relacionado con casas dé inquilinato y asentamien 
tos marginales, ya que tenemos opinión formada al respecto. Y, 
vista la hora, sería conveniente tratarlo de esa manera,ya que 
muchos de nosotros debemos retirarnos de esta reunión tan. im - 
iia a fin de cumplir con :Qatros CPES 


Nos “interesaría conocer la opinión de ustedes sobre el Ca- 
pítulo VI, Disposiciones Generales. Es decir,-.lo relativo a los 


artículos 15 a 23, porque los dos últimos no tienen relevancia. . 


SEÑOR JACOBO. - En ellos se repite un poco todo lo analizado, Po 


di-fadecirse que el porcentaje es excesivo en alguños casos yen 


otros no, como simple objeción. 


SEÑOR BATALLA.- Lo que se establecía, en la parte anterior,por 


única vez, ahora se establece como modificación al régimen ge- 
neral de la Ley N*% 14,219, 


SEÑOR AGUIRRE.- En vez del 30%, se establece un 158%, Es una mo 
dificación al artículo 51, 


SEÑOR JACOBO.- Habríaque suprimir la palabra "interés", y lue 
go se reiteran los RES IOan que hemos estudiado, 


SEÑOR VARELA.- Sigo insistiendo en que en estos artículos cuan * 


do se habla de sumas o arrendamientos adeudados, hay que decla 
rar expresamente el problema de reajuste de la Ley N% 14,500%. 
Es un problema que se plantea constantemente en el Foro, cuan 
do los inquilinos consignan los alquileres. Actualmente el por 
centaje es de un 20% o un 60%, 


Se soslaya, por consiguiente, la existencia de un barato 
Ley N% 14.500, que establece el reajuste de las obligaciones, 
una vez deducida la retención judicial hasta el momento del pa 


- go. 
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En esta ley, que va a ser posterior en el tiempo a la Ley 
N2 14,500, si se aprueba: tal como está redactada, sin ninguna 
aclaración, no van a faltar interpretaciones que sostengan que 
hemos excluido de toda esta mecánica el reajuste del Decreto- 
Ley N* 14, 500. 


A 


-Además, los porcentajes son bajos. Aquí se ha dicho -y es 
cierto -, que estas normas limitan el derecho de. repetición del 
arrendador frente al arrendatario por gastos casuídicos, por in 
tereses, etcétera. Pero, el arrendador, a su vez, tiene que so 
ventar los gastos de honorarios que le causa la intervenció 
profesional. No parece justo que el hecho de tener que deman- 
dar a un inquilino que incumplió su obligación principal, es de 
cir, el pago de la renta, se traduzca en un detrimento económi 
co para el propietario. El 30% no cubre lo que tiene que pagar 
a su abogado, de tal manera que inicia un procedimiento para 
Ccobrar lo que se le debe y del mismo resulta beneficiado suabo 
gado y, entonces el arrendador en lugar de cobrar aquéllo, a lo O 
que tenía derecho, reajustado, cobra una suma menor porque tie : 
ne que solventar los gastos que la ley no le permite trasladar. 


Si consideramos cómo se regulan los honorarios en materia 
de acciones locativas, o sea sobre el valor venal de la finca 
=valor venal que debe declararse por la Acordada N* 5.009- y 
que hay que hacerlo según el arancel establecido por el Decre- 
to N2 405 de 1980 y,además, que hay que hacer la aportación de 
vicésima, veremos que uste 30% -que es el más alto de los por 
centajes que se establecen- en ningún caso va a cubrir siquie 


ra en mínima parte los honorarios profesionales. . Pa 
3 - SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 16: "Reforma de 
e plazo”. ' 


SEÑOR JACOBO. - Sata pueda considerarse exiguo el 30% del ar 
tículo anterior, no comparto la posición de que no alcance pa- 
ra cubrir los honorarios del abogado. 


for este artículo se establece el 20% que, en la mayoría de 
los casos -y me atrevería a decirlo- excede lo que el arrenda 
tario puede adeudar realmente como interés, ¿Por qué digo es= 
to? La reforma del plazo se realiza dentro de los 20 días del. 
término del desalojo. Vale decir que si estamós frente a un 
“arrendador diligente -con un abogado diligente - ' normalmente 
va a intimar el pago y a los 15 o 20 días de haberlo hecho,ini 
ciará lá acción de desalojo. El término que transcurre desde el 
momento en que el inquilino quedó en mora fecha a partir de la 
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cual se van a cobrar los intereses. - hasta el último día en 
que puede hacer uso de la reforma del plazo, será de unos 30 6úÓ 
35 días. Si no hay interés contractual, pero sÍ legal, es de- 
cir, si no se pactó expresamente un interés moratorio en el con 
trato, el individuo paga el 1%. Por esa razón, en 35 días paga 
rá el 1 y fracción por ciento, por eso parece excesivo el 20% 
-por concepto de indemnización. 


Aclaro que esto lo calculo de acuerdo a cada caso. Solici- 
to el cedulón de intimación, consulto la tabla y observo si en 
el contrato se ha establecido un interés moratorio. En la de - 
fensoría de oficio, por ejemplo, se ha consignado el 20%, en - 
tonces, un día expresé que, sí deseaban hacerlo al barrer,lo me 


jor sería establecer un 12%. Acá incluye los gastos causÍdicos»: 


Anteriormente, el artículo modificado por esta norma no incluía 
los gastos causídicos, sólo intereses y tributos. Como decía el 
proyecto originario de la Cámara de Representantes, los tribu” 
tos ya no existen y sólo se tomarían en cuenta: los intereses. 


SEÑOR VARELA MENDEZ.- El: artículo 52 deberíamos dejarlo tal co 
mo está, es decir, incluyendo arrendamiento devengados, intere 
ses legales y costas del juicio, 


Este 20% surgió de una interpretación muy amplia que sobre 
la materia realizó el doctor Véscovi, entendiendo que, ya que 


se establecía el 20% para el caso de segundas o ulteriores in- ' 


timaciones, correspondería extender analógicamente ese porcen- 
taje para el caso de E de reforma, pero el mismo puede resultar 
excesivo. . , ; 


La vieja formulación del artículo 52 -intereses legales y 


cosas de juicio-, que arranca desde el artículo 33 de la Ley 


N2% 8.153 de 1927, es la solución que más se compadece con lame 
cánica de' la reforma. Como sólo le ampliamos el plazo, no debe 
ríamos obligarlo a superar mayores cargas que las de los inte- 
reses que compensan adecuadamente el tiempo durante el cual no 
pagS y las costas que se devengaron en el proceso, que además 
no son element: s difíciles de calcular. Cuando el legislador es 


tablece un porcentaje es para evitar la discusión sobre cómo 


se aplica el arancel. En este caso, los intereses legales y las 
costas del juicio son montos fácilmente cuantificables.De mane 
ra que esto, que era del 20%, grava innecesariamente la situa- 


ción del deudor que va a ampliar su plazo sólo en un año. se- 


ría partidario entonces, de eliminar el artículo 16. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 17, 
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SEÑOR AGUIRRE.- ¿Esto quiere decir que usted es: partidario ¡de 
Mantener el texto del Decreto-Ley N* 14.219? 


SEÑOR VARELA MENDEZ.- SÍ, señor Senador y de delinear el ar - 
tículo 17, 


SEÑOR AGUIRRE.- Entiendo que ese 10% es completamente insufi - 
ciente. Lamento que se haya retirado momentáneamente el doctor 
Jacobo; creo que él, quien generalmente debe defender a los in 
-quilinos, es excesivamente inquilinista. En una norma razona - 
ble la menor sanción que puede tener es la de obligar al inqui 
lino a.¡hacer frente a los gastos que le origina al arrendador 
quien, para cobrar, siempre tiene que estar recurriendo a. la 
justicia con las demoras, inconvenientes prácticos y gastos que 
ello le genera. Con un 10% esto no'lo cubrimes, Además,¿vale la 
pena modificar el artículo originario pasa una rebaja del 1087? 


SEÑOR BATALLA.- ¿El doctor Krieger integra el Instituto Urugua 
yo de Arrendamientos Urbanos? 


SEÑOR TOURNE,- No,señor Senador, es un asociado y concurre a 
las deliberaciones del Instituto, pero no integra el Consejo Di 
rectivo. Nuestra concurrencia es absolutamente libre y puede 
asistir cualquier especialista o APPEnDO interesado en el pro- 
blema. a 


SEÑOR PRESIDENTE3- En consideración el artículo 18: "Lanzamien- 
to de Arrendatarios inscriptos en el RAVE..-* : 


Si los integrantes de la Comisión me-lo permiten voy a dar 
lectura a una nota enviada por el Banco Hipotecario a raíz de 
una consulta formulada por el señor senador Ortiz, La Hoka di- 
ce lo siguiente: 5 


"1. Hay aviuaimente en el RAVE 10,448 iio 


2, Se han anotado, desde la creación del RAVE hasta la 
fecha, 25, 147 arrendatarios, > 


3, Se les ha ofrecido vivienda, desde que cres el _ RANYE. 
hasta la fecha, a 8,805 inscriptos. . 


4. Han rechazado la sapuarcación de vivienán 5, 971, 


A la vez se debe informar que hubo adjudicaciones ante” 

, riores a la Ley N% 15,301, que sumadas a los mudados que 
se han detectado, determinan la baja de 5,894 inscrip - 
tos más, 


- ES - 


5. Desde el momento que estuvieron disponibles, las mismas 
se adjudicaron en forma inmediata. 


6. Desde 1974 a la fecha, la construcción de viviendas pa- 
ra RAVE ha tenido la siguiente evolución: 


Viviendas Viviendas Viviendas 


Año terminadas en construcción a construir Total 
1974 - No se construyeron a e 
1975 a No se construyeron Ñ ió Pa 
1976 o No se construyeron : -- , -- 
1977 25 -- -- 25 
197€ 101 -- EN 101 
1979 98 - Um 98 
1980 128 -=- -. 128 
“1981 24 --, qe 24 
1982 : 30 92 - -- , Lil 
1983 149 322 . 462 
1984 150 832 - -. 982 
1985 - y 572 - 1,226 1,798 
Total 696 ..- 1.818 . 1,226 3,740 


7. El perfodo en el que el Banco no conSemys viviendas pa 

ra €el, RAVE fue 1974-1976*, , . 

Esa es la información que nos suministra el Banco Hipoteca” 
rio del Uruguay. » 
- SEÑOR VARELA MENDEZ.- El régimen actualmente vigente es la ins 
cripción en el RAVE “artículos 90 y siguientes del Decre- 
to-Ley N* 14,219- por unplazo de hasta 24 meses, En ese pla” 


zo el Banco Hipotecario -que debía hacer una adjudicación de 
viviendas o de proyectos”, notifica al arrendatario, éste debe 
presentarse judicialmente y, con esa adjudicación de la vivien 


da, suspende el lanzamiento hasta que ella le sea agregada, 


Lo que se estaría sancionando con el artículo 18 es la exo 


neración al Estado de preparar proyectos para adjudicar, por- 
que basta el mero decreto del Juez -cuando el inquilíno se ins 
cribe en el _RAVE. - ¡para suspender el lanzamiento, 


.Es decir que estaríamos exonerando al Estado de seguir por 
yectando. una construcción en el sistema público de. produ 
de viviendas para el RAVE, con el gran riesgo de que si el 
Estado no construye viviendas para la gente allí inscripta,con 
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ingresos hasta 70 UR, nadie las va a construir, porque no me 
imagino una empresa constructora de gra:: envergadura constru - 
yendo viviendas para vender a gente que percibe N$ 10,000 o 
N$ 12.000 mensuales. En esto, el Banco Hipotecario se lava las 
manos; realiza las inscripciones y no hace ni siquiera un pro- 
yecto; indica con una letra y un número que se va a construir 
en las afueras de Montevideo y que alif va a tratar de ubicara 
esa persona. De manera que el aspecto útil que podría tener es 
te artículo 18 es el de evitar que la persona vaya al Banco Hi” * 
potecario, se notifique, retire el formulario y lo presente .en 
el Juzgado, pero tiene el peligro de obviarle a la Administra- 
ción el trabajo de seguir programando construcciones del siste 
ma público de vivienda, que es laúnica forma de solucionar las 


situaciones que se plantean con los inscriptos en el RAVE. >.A 


esta gente, si son ciertos los ingresos que denuncian y tienen 


' como tope 70 UR mensuales, nadie más que el Estado le puede dar 


vivienda, No esperemos caridad de EAPRODAS constructoras priva 
das. 


En conataneía, me parece inconveniente, 


'SEÑOR PRESIDENTE.- Hace bastante rato me refería a un acta del 


Directorio del Banco Hipotecario, N* 12,774, de. 3 de julio de 
1985, que establece una nueva línea crediticia para compraven- 
ta de vivienda usada, por la que sólo podrán operar, en una pri 
mera etapa aquellos titulares que estén actualmente inscriptos 
en el RAVE. 


En uno de'los puntos de la resolución se aclara que se de- 
ben considerar dos situaciones según el monto máximo del prés- 
tamo, Se encuentran en la primera situación los préstamos supe- 
riores a 750 UR, hasta 1,000 UR y, en la segunda situación, los 
préstamos hasta 750 UR. En ambas situaciones se podrá conceder 


a 


- un préstamo de ampliación por un máximo de 250 UR. Dice además 


que la afectación de ingresos a los efectos de esta línea de 
crédito será de.hasta un 25% de los ingresos nominales del gru 
po familiar en la primera situación y de hasta el 30% en la sé 
gunda situación. 


Es probable que esta resolución del Banco pstacata, ten e 


ga un efecto inmediato, porque no se trata de esperar la cons= 
trucción de la vivienda sino de posibilitar la adquisición de, 
la que ya está ocupando el inquilino, Señalo esto como dato 5n 
teresante a tener en cuenta. E 


SEÑOR VARELA MENDEZ,- El señor Presidente de la Comisión plan- 


tea una resolución del Banco Hipotecario que va a requerir el. 
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acuerdo de las dos partes. 


Conozco cantidad de arrendadores 'que no le venden la finca 
al inquilino, aunque éste le pague un precio superior al del 
mercado. Es el caso de aquel que tiene al inquilino desde hace 
treinta años, que le ha promovido varios desalojos qué han que 
dado clauarrados por leyes de arrendamiento y que ahora lo tie 
ne en el RAVE Ese propietario no quiere vender la -finca,sl 
no tener la satisfacción personal de demostrar su At sobre 
el En desalojando a ese inquilino, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me han dicho enel Banco Hipotecario que al 


propietario se le va a pagar con bonos, y la rentabilidad de 
esos bonos se estima promedialmente en el orden del 300% de lo 
que se está obteniendo por alquileres, 


SEÑOR ORTIZ.- Tengo entendido que se les va a pagar. con. obliga 
ciones hipotecarias reajustables, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 


Es cierto lo que dice el doctor Varela Méndez en el senti-. 


do de que se dan realmente esos casos pasionales que él señala 
ba. También hay inquilinos que, por molestar solamente, no se 
van hasta el último día. AS 


“SEÑOR ORTIZ.- De acuerdo con este artículo y dadas las cifras 


que leyS el señor Presidente de la Comisión suministradas , por 


el Banco Hipotecario, la construcción de viviendas para el. 


RAVE es muy escasa frente a la magnitud de las cifras de 
los inquilinos. Quiere decir que podríamos calcular unos cuan” 
tos años de suspensión del desalojo, 


e 
SEÑOR PRESIDENTE.” Siempre y cuando no tenga éxito lo de la ad 
quisición de la vixienga Anas 


A 


SEÑOR ORTIZ,- Dentro del cea de ideas que señala el doctorva 


rela Méndez pienso que habría que establecer un plazo, por ejem 
plo, qué impulsara “al Banco=a Proporcionar las viviendas. NO 
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podemos establecer una suspensión indefinida. Esta ley pierde 
su carácter de emergencia, en tanto hacemos algo que resulta 
eterno. ¿Cuántos años van a pasar antes de que el Banco les pro 
porcione vivienda a las veinticinco mil personas que se han ins 
cripto en todos estos años, a un promedio de cien viviendas por . 
año, O doscientas, en el mejor de los casos? Me parece que es 
como decirle al propietario que está condenado a soportar aese 
inquilino por el resto de su vida y la de sus + decon digais. 


SEÑOR JACOBO.- Muchos de los problemas que hemos GAERLLA SO son 
problemas de los defectos del sistema de libre contratación.Te 

nemos que ser realistas, No puede ser qué en el peor mome nto 
socio-económico del país -como en 1974- se pretenda instaura r. 

el tránsito a la libre contratación. El período de. emergencia, 

desde el puúnto de vista legislativo, sobreviene en 1943, cuan-. 

do el Uruguay vivía: un momento económico muy favorable, porque 
colocaba sus productos en los mercados ruropeos, y había un gran O 
movimiento industrial, sobre todo en la industria textil y fri , 
Ñ gorífica. En 1974 se quiere instaurar un sistema Dis es absolu 

Fo. : tamente: anacrónico, ; 


- Me qustarta dar lectura a una crítica que hice sobre la ley 
N2 15,471, y que aparece en un documento. : 


. Dice. así: "Yo simplemente quiero formular una reflexión £i 
nal sobre esta Ley N% 15.471 que revela una mayúscula incohe =. 
rencia en la'materia. Vuelvo a lo del comienzo: sabemos que el 6 
legislador de 1974 instaura un sistema que dice transitar ha - 
cia la libre contratación, pero que acontecimientos posterio - 
res se encargan de desmentir, vale decir que nunca se hace efec 
tiva la libre contratación para los contratos celebrados con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor de la Ley N%14,219,. 
La ampliación de los plazos de prórrogas y suspensiones de los 
lanzamientos ha revelado que:ese "tránsito" se transformó en un 

"estancamiento" y que el legislador o el gobierno no se ani - 
man a reconocer, como tendrían que hacerlo, No se animan a de- 
clarar que esa "libre contratación" es utópica e inalcanzable, 
vistas: las condicionantes socio-económicas por las que atravie . 
sa nuestro país, como ya lo eran en el año 1974, en que un in=' 
geniero se dio el lujo de redactar la ley de alquileres y e 
lojos iia 


Estimamos que es necesario terminar con la conmoción so- 
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